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Ecuador
Informe voluntario de medio término sobre el cumplimiento de las recomendaciones efectuadas al país en el marco del III Ciclo del Examen Periódico Universal de Naciones Unidas
GLOSARIO 
	ACESS
	Agencia de Aseguramiento de la Calidad de los Servicios de Salud y Medicina Prepagada

	ANE
	Asamblea Nacional del Ecuador

	CIES
	Centro de Inteligencia Estratégica

	CJ
	Consejo de la Judicatura

	CNE
	Consejo Nacional Electoral

	CONADIS
	Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades

	CNIG
	Consejo Nacional para la Igualdad de Género

	CNIMHU
	Consejo Nacional para la Igualdad de Movilidad Humana

	CNIPN
	Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades

	CNII
	Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional

	DIGERCIC
	Dirección General del Registro Civil, Identificación y Cedulación

	FGE
	Fiscalía General del Estado

	IESS
	Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social

	INEC
	Instituto Nacional de Estadísticas y Censos

	MAG
	Ministerio de Agricultura, Ganadería

	MIDUVI
	Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda

	MEF
	Ministerio de Economía y Finanzas

	MINEDUC
	Ministerio de Educación

	MDG
	Ministerio de Gobierno

	MIES
	Ministerio de Inclusión Económica y Social

	MAE
	Ministerio del Ambiente

	MREMH
	Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana

	MSP
	Ministerio de Salud Pública

	MINTEL
	Ministerio de Telecomunicaciones y Sociedad de Información

	MDT
	Ministerio de Trabajo

	OACNUDH
	Oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos

	SDH
	Secretaría de Derechos Humanos

	SENAGUA
	Secretaría Nacional del Agua

	SENADI
	Servicio Nacional de Derechos Intelectuales

	STPE
	Secretaría Técnica Planifica Ecuador

	STPTV
	Secretaría Técnica Plan Toda una Vida

	UNFPA
	Fondo de Naciones Unidas sobre Población y Desarrollo


PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 
Recomendación 117.1 “Actualizar y seguir aplicando el Plan Nacional para el Buen Vivir”: Una vez que el Plan Nacional para el Buen Vivir 2013-2017, concluyó su período de vigencia el 24 de mayo de 2017, el nuevo Gobierno aprobó, el 22 de septiembre de 2017, el Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021 - Toda una Vida, actualizando la planificación anterior. El nuevo plan incluyó propuestas de la sociedad civil, y se orientó hacia la ejecución de acciones para la garantía de los derechos humanos. Las instituciones encargadas de dar seguimiento a la aplicación del nuevo plan son la Secretaría Técnica Planifica Ecuador -STPE-, así como la Secretaría Técnica del Plan Toda una Vida -STPTV-, esta última con el objetivo de monitorear y evaluar los planes, programas y proyectos del área social, así como de coordinar y ejecutar varios programas de relevancia (como la Misión Ternura, Impulso Joven, Mis Mejores Años, Menos Pobreza Más Desarrollo, Casa Para Todos, Las Manuelas, Las Joaquinas y Plan Mujer), que promueven la satisfacción de las necesidades básicas de los grupos de la población en condiciones de vulnerabilidad.

TRATADOS INTERNACIONALES
Recomendación 119.1 “Ratificar la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad”: El Ecuador se adhirió a ella el 1 de diciembre de 2020, la cual entró en vigor el 1 de marzo de 2021. Con ello, el Ecuador se convirtió en el primer país del mundo en ratificar los 27 instrumentos que la Sección de Tratados de la ONU califica como “tratados de derechos humanos”. 

Recomendación 118.1 “Ratificar el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones”: El Ecuador se adhirió a la misma el 19 de septiembre de 2018, la cual entró en vigor el 19 de diciembre de ese año. Con ello, el país se convirtió en el quinto en el mundo en ratificar las 9 convenciones fundamentales de la ONU sobre derechos humanos y sus 9 protocolos adicionales. 
Recomendaciones 117.2 “Impulsar la aplicación del Tratado de Marrakech para Facilitar el Acceso a las Obras Publicadas a las Personas Ciegas, con Discapacidad Visual o con Otras Dificultades para Acceder al Texto Impreso de 2013, recientemente ratificado” y 118.2 “Ratificar [el tratado]”: El Ecuador fue uno de los primeros 20 países en ratificar este tratado, el 29 de junio de 2016, y entró en vigor el 30 de septiembre de ese año. La aplicación del tratado ha sido impulsada a través del Decreto Ejecutivo No. 258, de 27 de diciembre de 2017, el cual delega al SENADI -Servicio Nacional de Derechos Intelectuales- la implementación del tratado. 
Recomendación 119.2 “Cooperar plenamente con la Corte Penal Internacional y ajustar plenamente su legislación nacional a las obligaciones y definiciones de los delitos y los principios que figuran en el Estatuto de Roma y ratificar las Enmiendas de Kampala al Estatuto de Roma”: El Ecuador, además de cooperar plenamente con la Corte Penal Internacional, ratificó las Enmiendas de Kampala sobre el crimen de agresión el 25 de septiembre de 2019. Además, ha ajustado los arts. 79 a 90 del Código Orgánico Integral Penal al Estatuto de Roma.

Recomendación 119.3 “Adherirse al Tratado sobre el Comercio de Armas y adaptar su legislación nacional a este”: La adhesión a este tratado se encuentra en proceso de análisis por las instituciones pertinentes.
RELACIONAMIENTO INTERNACIONAL
Recomendación 118.4 “Intensificar la cooperación con los relatores especiales, entre otras cosas, permitiéndoles visitar el país”: El Ecuador mantiene una estrecha cooperación con todos los Relatores Especiales y los demás titulares de mandato de Procedimientos Especiales, a través -entre otras actividades- de diálogos en el Consejo de Derechos Humanos y en la Asamblea General de Naciones Unidas, el intercambio de comunicaciones y la apertura a recibir visitas. El Ecuador tiene la política de atender, en los tiempos establecidos, a la inmensa mayoría de comunicaciones remitidas por los titulares de mandato. Desde 2003, mantiene una invitación abierta a todos los titulares de mandato para que visiten el país, de manera que desde 2017, el país ha recibido la visita oficial de siete de ello, y varias visitas técnicas por parte de la Oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos -OACNUDH-. Además, el país mantiene una cooperación similar con el sistema interamericano de derechos humanos. 
Recomendación 118.6 “Continuar y reforzar sus relaciones de cooperación con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos a fin de elaborar un instrumento para el seguimiento de las recomendaciones de los mecanismos del sistema” y 118.10 “Seguir aplicando la plataforma informática SIDERECHOS, un instrumento importante para la observación, el seguimiento y la aplicación de las recomendaciones del examen periódico universal”: El Ecuador puso en marcha en 2014 la plataforma SiDerechos, a fin de realizar el seguimiento de la implementación doméstica de las recomendaciones internacionales en materia de derechos humanos. Tras la suscripción de un Convenio Interinstitucional en septiembre de 2019, se dio un nuevo impulso a la utilización de la plataforma, y se efectuó el lanzamiento oficial el 9 de diciembre de 2019. Durante 2020 y 2021 se ha trabajado con Naciones Unidas a fin de consolidar esta implementación. Por ejemplo, entre otras muchas actividades, se han optimizado las funciones de la plataforma, se ha fortalecido la red de puntos focales institucionales que hacen uso del sistema, se ha elaborado un plan de capacitación para los usuarios, se han elaborado dos informes nacionales (el presente informe de medio término y el VIII informe periódico ante el Comité contra la Tortura), y se ha activado el seguimiento a las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño. 

Recomendación 118.5 “Adoptar un proceso de selección transparente, basado en el mérito, para la designación nacional de candidatos a las elecciones de órganos de tratados de las Naciones Unidas”: Durante 2019, se realizó el levantamiento de procesos de la unidad de candidaturas, a través de un análisis de la metodología utilizada para la gestión de esa unidad. El ejercicio permitió diseñar una herramienta tecnológica, para la gestión de información de elecciones y vacantes disponibles en organismos internacionales. El sistema se encuentra en etapa de implementación.
PERSONAS CON DISCAPACIDAD
Recomendación 118.8 “Elaborar un plan amplio de desinstitucionalización de las personas con discapacidad que tenga por objeto apoyar su vida en la comunidad y velar por la educación inclusiva de éstas”: El Ecuador cuenta con una sólida planificación de la política pública orientada a la protección de los derechos de las personas con discapacidad, orientada a apoyar su vida en la comunidad y a velar por su educación inclusiva. Sobre este segundo punto el Ecuador promueve dicha educación inclusiva a través de la observancia y seguimiento a la construcción del Modelo de Educación Nacional de Atención y Gestión para Estudiantes con Necesidades Educativas Asociadas a la Discapacidad de las Instituciones Especializadas; la observancia y seguimiento a la construcción del Modelo Nacional de Educación Bilingüe Bicultural para Personas con Discapacidad Auditiva; el seguimiento de casos de posibles violaciones a sus derechos que puedan surgir en el sistema educativo; y, la observancia a las Unidades de Apoyo a la Inclusión -UDAI-. Por ejemplo, en septiembre de 2019, el Ecuador suscribió con el Banco Interamericano de Desarrollo el Contrato de Préstamo N° 4634/OC-EC, que financiará el “Programa de apoyo a la inclusión social de personas con discapacidad en el Ecuador” (2020-2024), por un monto de 7.615.972 dólares.
Recomendación 118.144 “Seguir adoptando medidas para proteger los derechos de las personas con discapacidad y elaborar programas destinados a asegurar el disfrute de sus derechos a la educación, la salud, la vivienda y el trabajo”: El Ecuador continúa adoptando todo tipo de medidas para proteger los derechos de las personas con discapacidad, mediante la implementación de programas destinados a garantizar y proteger todos sus derechos. Al respecto, el Ecuador ha realizado múltiples acciones, como por ejemplo: el impulso de 108 instituciones educativas fiscales especializadas a las cuales asisten estudiantes con discapacidad moderada y severa; la realización de pruebas adaptadas para estudiantes con discapacidad de tercero de bachillerato y dentro del programa de “Aulas Hospitalarias”, de las cuales existen 78 en la actualidad; el fomento de alianzas estratégicas con organizaciones especializadas, que atienden a la población joven y adulta con rezago educativo y discapacidad; la adecuación de la Plataforma Web de enseñanza de modalidad a distancia; la implementación del Servicio de Atención Familiar para la Primera Infancia -SAFPI- (servicio educativo extraordinario) que permite el acceso a los niños y niñas con discapacidad de 3 y 4 años; el seguimiento de casos de vulneración de derechos de estudiantes con discapacidad, rastreo e inclusión de estudiantes con discapacidad en el Sistema Educativo Nacional; el diseño del Currículo de Educación Inicial para niños y niñas con discapacidad auditiva para atender a la población estudiantil que nació con discapacidad auditiva o que no cuenta con los suficientes restos auditivos como para apropiarse de manera espontánea y natural de la lengua del entorno oyente y hacer de ella su lengua materna; la realización de varios procesos de capacitación; y, la emisión de normas y protocolos elaborados con un enfoque de derechos humanos. Mediante varios programas gubernamentales también se ha buscado garantizar derecho, como es el caso del programa “Casa Para Todos”, sobre el desarrollo de proyectos de vivienda de interés social; la implementación del Proyecto Parques Inclusivos Integrales; o, el establecimiento de la Agenda Hábitat Sostenible del Ecuador 2036. En materia laboral, se ha fortalecido la normativa a fin de establecer que el empleador público o privado, que cuenta con un número mínimo de 25 trabajadores, emplee el 4% de su nómina con trabajadores con discapacidad. En cuanto a la participación en asuntos públicos, el Ecuador ha creado la Red ecuatoriana de Empresas Solidarias la cual está conformada por 40 empresas líderes en el país; con el objetivo de promover una cultura empresarial que valore la diversidad en la fuerza laboral como elemento clave para su éxito.
VIOLENCIA CONTRA LA MUJER
Recomendación 118.32 “Garantizar la prevención y la investigación eficaces de las desapariciones forzadas y la violencia contra la mujer” y 118.20 “Intensificar los esfuerzos para eliminar todas las formas de discriminación contra la mujer”: El Ecuador garantiza la prevención y la sanción eficaces contra todo tipo de delitos y la violencia ejercida contra las mujeres. En los últimos años ha intensificado aún más estos esfuerzos, lo que se refleja en que, el 5 de febrero de 2018, se expidió la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres -LOIPEVM-, que crea un Sistema Nacional de 22 instituciones para su implementación, fundamentado en cuatro ejes: prevención, atención, protección y reparación. Entre 2019 y 2020 se realizaron 13 Cruzadas Nacionales contra la Violencia hacia las Mujeres, en cuyo marco se establecieron cuatro mesas técnicas (del Registro Único de Violencia -RUV-, de Territorialización de Prevención, y de Acceso a la Justicia), y se elaboró: el modelo de ordenanza para la constitución del Sistema Local de Prevención y Erradicación de la Violencia contra las mujeres; el Plan de Respuesta Integral -PRI-; y, el reglamento para la aplicación de Medidas Administrativas de prevención desde Juntas locales de Protección de Derechos. Además, se ha brindado asistencia técnica y acompañamiento para la elaboración de ordenanzas con enfoque intercultural y de género, a 28 cantones del país y 22 gobiernos locales. También se ha avanzado en la construcción del Programa Nacional de Formación que articula programas -incluso de capacitación- para prevenir la violencia contra mujeres, niños, niñas y adolescentes. Así, se ha elaborado: el Protocolo Ético para la segunda Encuesta Nacional sobre Relaciones Familiares y Violencia de Género contra las Mujeres; el Plan Nacional de Prevención y Transformación de la Cultura de Violencia de Género contra la Mujer; material edu-comunicacional (caja de herramientas) para la iniciativa de sensibilización de Barrios y Comunidades Libres de Violencia; y, una guía metodológica para multiplicadores de saberes en el marco del proyecto de Barrios y Comunidades Libres de Violencia con enfoque de género y comprensión de la Violencia contra la Mujer. Además, se ha trabajado en la elaboración de un Reglamento sobre contenidos violentos y discriminatorios contra las mujeres en el marco de lo que establece la LOIPEVM. Con el apoyo del Fondo de Naciones Unidas sobre Población y Desarrollo -UNFPA, por sus siglas en inglés-, se realizaron talleres para establecer mediciones de violencia gineco-obstétrica. Se trabajó también en la construcción de un Registro de víctimas de femicidio del Ecuador que actualmente reporta periódicamente información útil para la toma de decisiones de las autoridades competentes para la prevención de la violencia basada en género. En relación con la investigación eficaz sobre la materia, el Ecuador construyó un modelo de gestión para la atención de casos de violencia de género en las unidades judiciales de flagrancia, con apoyo de UNFPA. 
Recomendación 118.130 “Reunir sistemáticamente datos sobre la violencia contra la mujer, la violencia sexual y la trata de personas”: El Ecuador reúne sistemáticamente este tipo de datos, a través de su Instituto Nacional de Estadística y Censos del Ecuador -INEC-, mediante la elaboración de la segunda Encuesta Nacional sobre Relaciones Familiares y Violencia de Género contra las Mujeres -ENVIGMU-, que se llevó a cabo en 2019. La encuesta una herramienta que sirve para actualizar la información sobre la prevalencia de los distintos tipos de violencia que experimentan las mujeres de 15 años en adelante, para identificar a sus agresores y el lugar donde ocurrieron los hechos de violencia. Produce información estadística sobre la prevalencia de los cinco tipos de violencia contra las mujeres (física, psicológica, sexual, patrimonial y gineco-obstétrica) que viven, o han vivido, tanto en el ámbito público (escolar, laboral y social) como en el privado (hogar, familia, relación de pareja). La encuesta efectuó la primera aproximación al estudio de la violencia cibernética y la violencia política. Las diferencias que se añadieron entre la encuesta realizada en 2011 y la realizada en 2019 fueron: la incorporación de la temática de violencia obstétrica; el aumento de preguntas sobre los últimos 12 meses en el período de referencia; el incremento del número de viviendas en la muestra; y, la ampliación de un mes adicional en el período de levantamiento. Entre otros datos, la encuesta arroja que el 64,9% de mujeres han sufrido violencia total a lo largo de su vida, mientras que el 31,6% de mujeres han sufrido violencia total en los últimos 12 meses. La violencia psicológica mantiene los más altos porcentajes tanto a lo largo del ciclo de vida (56,9%) como en los últimos 12 meses (25,2%). También señala que, a lo largo del ciclo de vida de las mujeres, existe una mayor prevalencia para el área urbana (65,7%); así como para la etnia afrodescendiente (71,8%); el grupo etario que posee el más alto porcentaje de violencia es el de las mujeres de 30 a 44 años (68,8%); las mujeres que no tienen nivel educativo o han ido a un centro de alfabetización (70,5%); y de acuerdo al estado civil, el más alto porcentaje de violencia se presenta en las mujeres divorciadas, separadas o viudas (76,8%). En cuanto a los datos de los últimos 12 meses, el área urbana sigue presentado el mayor porcentaje de violencia a la mujer (27,4%); la etnia afrodescendiente sigue siendo la más alta (40,8%); el grupo etario más afectado es el de mujeres entre 18 a 29 años (40,8%); las mujeres con educación media o bachillerato (40,8%); y, las mujeres solteras (36,4%).

Recomendaciones 118.131 “Asegurarse de que las mujeres víctimas de violencia reciban una ayuda adecuada y que los autores de esos actos sean llevados ante la justicia” y 118.133 “Reforzar los mecanismos de protección para las mujeres víctimas de la violencia, desde el primer momento de la denuncia”: Las mujeres víctimas de violencia en el Ecuador reciben una ayuda adecuada por parte del Estado, encaminada a brindar una atención integral a las víctimas de violencia, así como a sus familiares que se encuentren afectados de manera directa o indirecta. Además, el Ecuador realiza el acompañamiento legal pertinente, de acuerdo a los requerimientos de la usuaria, a fin de que los victimarios sean llevados ante la justicia. El Ecuador ha desarrollado estrategias comunicacionales para que las mujeres víctimas de violencia conozcan y reciban la asistencia psicológica, legal y social, frente a una situación de violencia; por lo que, a través de sus redes sociales institucionales, difunde permanentemente los números de contacto de las Direcciones Zonales y de los 45 Servicios de Protección Integral -SPI- ubicados a nivel nacional. También se lleva a cabo una campaña nacional permanente de promoción de los números de auxilio 911 y 1800DELITO. Se ha desarrollado un protocolo de atención y comunicación de casos de violencia de género e intrafamiliar, que incluye a varias instituciones relacionadas con los sectores de seguridad, salud, educación y de derechos humanos. El protocolo señala las responsabilidades de cada una de las instituciones, así como los lineamientos generales y específicos para la detección, derivación, prevención y atención; para lo cual, el Servicio de Protección Integral -SPI- articulará: con la Red de Centros de Atención Integral, para la respuesta de atención psicológica, trabajo social y asesoría legal; y, con las cinco Casas de Acogida existentes, para el acogimiento de emergencia de las mujeres y sus hijos e hijas. 
Recomendación 118.132 “Prever todos los recursos necesarios para el establecimiento de las unidades judiciales especializadas en las disposiciones jurídicas relativas a la violencia contra la mujer”: El Ecuador ha continuado invirtiendo los recursos necesarios para garantizar el establecimiento de las unidades judiciales para la erradicación de la violencia contra la mujer, cuyas primeras unidades fueron creadas en 2013. Por ejemplo, los recursos presupuestarios asignados por el Ecuador para la ejecución del Proyecto para la Prevención de la Violencia de Género y Fortalecimiento de los servicios de atención a víctimas, registrado en el grupo de bienes y servicios para inversión, fueron de 876.862,09 dólares para el ejercicio fiscal 2020. 
POBLACIÓN LGBTI 
Recomendación 118.21 “Adoptar todas las medidas apropiadas para prevenir, investigar y sancionar las manifestaciones de violencia, intolerancia y discriminación contra las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales; investigar, enjuiciar y castigar a los autores de actos de violencia contra las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales como parte de sus esfuerzos para combatir los estereotipos y los prejuicios contra ellas”: El Ecuador adopta todas las medidas a su alcance para eliminar la violencia contra la población GLBTI. Entre 2017 a 2020, se han llevado a cabo investigaciones pre procesales y procesal-penales de 1176 denuncias recibidas por el delito de odio, y de 422 por el delito de discriminación. Se han emitido directrices de aplicación nacional para los agentes fiscales, a fin de fortalecer la investigación penal en los casos relacionados con graves violaciones a derechos humanos en variados contextos. El 13 de diciembre del 2013, se conformó la “Mesa Interministerial para la Creación de la Política Pública LGBTI”, integrada por las y los delegados de 9 instituciones del ejecutivo. Dicha mesa se configuró como un espacio de articulación interinstitucional con miras a garantizar el acceso integral y sin discriminación de la población LGBTI en el ámbito laboral, de salud, educación, justicia, derechos humanos, defensoría pública, seguridad, inclusión económica y social. En el marco de esta mesa, se elaboró un primer documento con los lineamientos para el diseño e implementación de la política pública para el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con orientación sexual e identidad de género diversas, denominado “Medidas Administrativas en la Función Ejecutiva para el Ejercicio Efectivo de los derechos de las Personas con Orientación Sexual e Identidad de Género Diversas”. Además, se actualizó la “Ruta de Denuncia y Atención de Casos de Personas LGBTI recluidas contra su voluntad en establecimientos de salud que prestan servicios de tratamiento a personas con consumo problemático de alcohol y otras drogas -ESTAD-”. 
Recomendación 118.35 “Eliminar las prácticas de internamiento forzoso en clínicas de tratamiento a fin de supuestamente “curar” a las personas lesbianas, gais, bisexuales, transexuales e intersexuales de su orientación sexual o identidad de género, y garantizar la debida rendición de cuentas de los autores de dichas prácticas, así como la reparación integral a las víctimas”: En el Ecuador, sobre este tipo de internamiento forzoso, ha llevado a cabo varios casos de investigación pre procesal y procesal penal bajo el tipo penal de secuestro, tipificado en el art. 161 de dicho Código Orgánico Integral Pena, con el fin de garantizar la debida rendición de cuentas de los autores de dichas prácticas y la reparación integral a las víctimas a través de los procedimientos judiciales pertinentes. Por otra parte, el Ecuador cuenta con un Manual de Atención en Salud a personas LGBTI (2016), cuyo objetivo es proveer herramientas y recomendaciones en atención a la salud para la población LGBTI, respetando e incluyendo el enfoque de género y de derechos, que permita mejorar el nivel de calidad de la atención en dicho grupo de personas y reducir las barreras de acceso a los servicios de salud. El Ecuador dispone también de una estrategia de servicios inclusivos que está orientada a que los establecimientos de salud de primer nivel de atención, implementen en su acción diaria enfoques y acciones de promoción de la salud para grupos LGBTI. En la actualidad se cuenta con 708 establecimientos de salud de primer nivel, reconocidos como “servicios de salud inclusivos. Además, se impartió un curso virtual de “servicios de salud y atención a poblaciones LGBTI” con el objetivo de fortalecer el enfoque de derechos humanos, género y diversidades sexo genéricas en la atención en salud. En esta capacitación participaron 3929 profesionales de salud, con una tasa de aprobado del 91% de los y las participantes seleccionados.

Recomendación 120.1 “Poner fin a la política de establecer dos tipos diferentes de documentos de identidad, uno para personas trans y otro para personas cisgénero”: El Ecuador no tiene una política de diferencias entre esos dos tipos de identidad. Conforme al artículo 86 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles vigente, el Ecuador reconoce a la cédula de identidad como un documento público de carácter único, cuyo contenido se encuentra regulado en la referida ley, por lo que el país no establece sólo dos tipologías. Con la finalidad de asegurar el derecho de las personas a la identidad y autodeterminación de género, la legislación permite sustituir, dentro del mismo documento, al campo de sexo por género, modificación que no afecta el registro personal único de la persona. Se ha previsto normativamente que el registro de género constituye un dato personal adicional, sin perjuicio de que la persona mayor de edad pueda, de forma voluntaria, modificar en la cédula de identidad el campo de sexo a género. 
PUEBLOS Y NACIONALIDADES 
Recomendación 118.14 “Elaborar y aplicar un plan de acción nacional para la ejecución de las actividades del Decenio Internacional para los Afrodescendientes”: El Ecuador ha elaborado el Plan Operativo Decenio Afroecuatoriano -PODA-, a fin de articular interinstitucionalmente la implementación de las políticas públicas correspondientes, teniendo como base la Agenda Nacional para la Igualdad Decenio Afroecuatoriano. El Plan se inserta en el marco de la Agenda para la Igualdad de Derechos de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas, Pueblo Afroecuatoriano y Pueblo Montubio 2019-2021, que constituye la herramienta en la cual se adopta y se concretan las acciones que han manifestado en las diferentes reuniones participativas. Se cuenta con una herramienta digital para que las instituciones del sector social reporten las políticas públicas orientadas, entre otros, al pueblo afroecuatoriano. 
Recomendación 118.15 “Intensificar los esfuerzos para hacer frente a la discriminación racial mediante la aplicación del Plan Plurinacional para Eliminar la Discriminación Racial y la Exclusión Étnica y Cultural”: Dicho Plan, aprobado 28 de septiembre de 2009, es implementado mediante la coordinación de varias instituciones públicas, incluido el cumplimiento de medidas afirmativas de inclusión laboral de nacionalidades y pueblos en el sector público. Varias carteras de estado están implementando acciones relacionadas a la eliminación de las diversas formas de discriminación y racismo. Además, la agenda para la Igualdad antes mencionada contiene acciones concretas que se enfocan en el contexto de las demandas y exigibilidad de derechos y políticas públicas diferenciadas. Además, se cierra con una sección denominada “Agenda y los Planes de Desarrollo y Ordenamiento Territorial de los Gobiernos Autónomos Descentralizados”, como una herramienta creada para promover y facilitar la Vinculación de Competencias de los Gobiernos Autónomos Descentralizados con las políticas y acciones de las Agendas de Igualdad.
Recomendación 118.81 “Continuar con sus programas encaminados a mejorar el nivel de vida de sus ciudadanos, incluidos los pueblos indígenas, los afroecuatorianos y los montubios”: La Agenda para la Igualdad, promueve el establecimiento de programas destinados a mejorar el nivel de vida de dichos ciudadanos, combatiendo las discriminaciones puesto que está transversalizada en los diversos documentos de planificación: Plan Nacional de Desarrollo, Planes Sectoriales, Planes de Desarrollo y Ordenamiento Territorial de los Gobiernos Autónomos Descentralizados provinciales, municipales y parroquiales. Por otra parte, mediante un crédito del Banco Mundial, el Ecuador impulsa el proyecto de “Reactivación de las Economías Comunitarias de Nacionalidades y Pueblos Indígenas, Pueblo Afroecuatoriano y Pueblo Montubio”, cuyo objetivo es fortalecer la economía familiar y comunitaria, sus capacidades y gobernanza territorial de los pueblos y nacionalidades de acuerdo a sus prioridades de desarrollo.
Recomendación 118.149 “Continuar aplicando políticas para la promoción de los derechos humanos de los grupos vulnerables, en particular los pueblos indígenas, los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales”: El Ecuador sigue implementando políticas para promover los derechos humanos de los grupos vulnerables, como es el caso de los pueblos indígena, los campesinos y otras personas que trabajan en áreas rurales. En efecto, la Agenda para la Igualdad de Derechos de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas, Pueblo Afroecuatoriano y Pueblo Montubios 2019-2021, previó la consecución de objetivos factibles y coherentes hacia la construcción del Estado Plurinacional del Ecuador, con una sociedad intercultural, institucionalmente fuerte en sus prácticas políticas públicas interculturales y plurinacionales. Se han llevado a cabo realizado talleres y foros académicos con la participación de más de 300 representantes de organizaciones sociales, organismos de cooperación internacional, academia y funcionarios públicos, en los cuales se ha debatido sobre la importancia de la plurinacionalidad, interculturalidad y los derechos colectivos de las nacionalidades y pueblos del Ecuador. Además, se ha elaborado un manual de prevención y seguimiento de la vulneración de derechos colectivos de las comunidades, pueblos y nacionalidades del Ecuador. En el marco de la pandemia, se han realizado coordinaciones interinstitucionales para la identificación de personas en el de grupo de atención prioritaria de nacionalidades y pueblos, que requieren asistencia humanitaria en todo el territorio nacional y, en este sentido, se entregaron raciones alimenticias a las personas en mayor necesidad. Adicionalmente, el Ecuador garantiza los derechos humanos de los Pueblos en Aislamiento Voluntario, mediante la organización de inducciones de sensibilización al personal petrolero que labora en los bloques circundantes a la Zona Intangible Tagaeri-Taromenane. Igualmente, se han realizado talleres de sensibilización sobre los derechos humanos fundamentales de los Pueblos en Aislamiento Voluntario en las comunidades, caseríos, centros poblados, cooperativas y pre cooperativas ubicadas tanto al interior de la Zona Intangible como en su área de influencia (Provincias de Orellana y Pastaza, ubicadas en la Amazonía ecuatoriana). Se difundieron los “Protocolos para situaciones de encuentro con Pueblos en Aislamiento”; que ofrecen una guía sobre los procedimientos y recomendaciones que deben seguirse en caso de que se presenten posibles escenarios de contacto y/o encuentro con estos grupos. Además, desde 2014, se vienen aplicando de manera continua Talleres de inducción y sensibilización sobre la protección de los derechos colectivos, los derechos a la vida, el territorio y la autodeterminación de permanecer en aislamiento, así como sobre el marco legal que los ampara. Se estima que desde el año 2014 hasta la actualidad, la institución ha capacitado a un promedio de 2500 personas por año, relacionadas con la actividad petrolera y ha impartido los talleres de socialización en al menos 35 centros poblados ubicados en el área de interés. El Ecuador ha participado activamente en los encuentros regionales organizados tanto por las Naciones Unidas como por organizaciones no gubernamentales que trabajan activamente en la protección de los derechos humanos de estos grupos. La participación en este tipo de eventos es periódica desde el año 2007 en función de la implementación de las medidas cautelares 96/06, dictaminadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos -CIDH-.
Recomendación 118.151 “Proseguir los esfuerzos para establecer procesos de consulta efectiva con las comunidades, de conformidad con las normas internacionales, en relación con cualquier proyecto que pudiera afectar al territorio o los medios de subsistencia de los pueblos indígenas; seguir fortaleciendo las consultas con las poblaciones indígenas para dar cumplimiento a sus derechos económicos, sociales y culturales; elaborar procedimientos transparentes para celebrar consultas previas con los pueblos indígenas sobre el uso de las tierras indígenas; establecer procesos de consulta efectiva con los pueblos y las comunidades indígenas afectados por cualquier proyecto que pudiera repercutir en su territorio o medios de subsistencia; institucionalizar el derecho a la consulta de los pueblos indígenas y alentar la participación de la sociedad civil y los grupos indígenas en la elaboración de un mecanismo de consulta que funcione de conformidad con los compromisos asumidos por el país en virtud del Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales, 1989 (núm. 169) de la OIT; promover la participación activa de los pueblos indígenas en los procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones que los afectan, especialmente en relación con la tierra y los territorios”: El Ecuador garantiza plenamente, y de conformidad con la normativa internacional, la consulta previa, libre e informada y la participación de pueblos y nacionalidades en relación a decisiones que les puedan afectar. Por ejemplo, en el Ecuador se ha procedido a realizar una reparación integral de daños ambientales de las comunidades y poblaciones afectadas, en el sentido de garantizar su derecho al conocimiento público de los hechos que generaron la violación del derecho y las disculpas públicas por parte de las autoridades, en el marco de causas que generaron determinado daño y las acciones a ejecutarse para revertir la afectación, y con pleno reconocimiento de las prácticas y saberes ancestrales de la comunidad afectada. Por otro lado, se han construido Planes de Reparación Integral -PRI-, dirigido a realizar talleres de con la participación de diferentes actores (tales como como autoridades locales, organizaciones sociales, instituciones del Estado Central, ONG, etc.) a fin de proponer soluciones a la problemática socio-ambiental que se suscita en una determinada zona. Asimismo, desde 2017, el Ecuador ha desarrollado el “Proyecto Unificado Acceso a Tierras de los Productores Familiares y Legalización Masiva en el Territorio Ecuatoriano” -ATLM-, que permitió el establecimiento de Mesas Interministeriales para obtener información geográfica de las comunas y comunidades que hayan conseguido su legalización por posesión ancestral y, por tanto, con el propósito de precautelar los derechos colectivos de estos territorios ancestrales. Complementariamente, se han realizado varios procesos de macro-consulta sobre el planteamiento de acciones para el fortalecimiento productivo y de ingresos familiares de productores en comunidades y pueblos indígena. Así, en 2017, se realizaron 8 talleres a nivel nacional con la participación de 157 organizaciones campesinas y de la sociedad civil, a fin de consultar los criterios de definición de Agricultura Familiar Campesina en el Ecuador, lo que permitió generar la estrategia del registro y sello para la Agricultura Familiar Campesina. Asimismo, en 2019, se llevaron a cabo 12 encuentros de consulta a mujeres, con la participación de 744 lideresas, en relación con las dificultades productivas, asociativas, comerciales y de acceso a servicios financieros y no financieros que enfrentan y cuáles serían las posibles soluciones dentro de las políticas públicas agropecuarias. Con respecto a los pueblos indígenas en aislamiento voluntario, el 4 de febrero del año 2018, mediante Consulta Popular, se decidió ampliar la Zona Intangible Tagaeri Taromenane -ZITT- del Parque Nacional Yasuní, y mdiante Decreto Ejecutivo número 314, de 16 de febrero del mismo año, se estableció una delegación para crear una comisión encargada de incrementar en, al menos, 50.000 hectáreas la ZITT. A tal fin, se organizaron mesas de trabajo con representantes 21 organizaciones y representantes waorani, quienes participaron bajo cuatro ejes de trabajo: 1) fortalecimientos de los pueblos y nacionalidades por medio de su derecho al territorio, 2) respeto a los derechos de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario, 3) restricción a la colonización y 4) promoción de la gestión de los recursos naturales que existen en la zona apoyando los derechos de subsistencia que tienen las comunidades. 
Recomendación 118.153 “Con la participación de personas y comunidades indígenas y sus organizaciones respectivas, adoptar un marco jurídico que vele por el respeto de los principios de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”: El Ecuador es Parte de los Convenios 107 (sobre poblaciones indígenas y tribales de 1957) y 169 (sobre pueblos indígenas y tribales de 1989) de la OIT, que contienen disposiciones jurídicamente vinculantes en materia de protección de derechos concebidos para los pueblos y nacionalidades indígenas. El Ecuador, votó a favor de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. En relación con este acervo normativo, incluida la Declaración -la cual no es jurídicamente vinculante-, el Ecuador ha adoptado múltiples instrumentos dirigidos a la aplicación e implementación, procurando incluir la participación de los pueblos y nacionalidades indígenas: el Decreto Ejecutivo 915, de 16 de febrero del 2016, por el que declara como política nacional el cumplimiento de los objetivos y metas del programa de actividades del Decenio Internacional para los Afrodescendientes: Reconocimiento, Justicia y Desarrollo 2015-2024; adopción en 2019 de la “Agenda para la Igualdad de Derechos de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas, Pueblo Afroecuatoriano y Pueblo Montubio” el cual recoge las demandas formuladas por sus organizaciones; la promulgación de Ley Orgánica de los Consejos Nacionales para la Igualdad; el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización; la normativa para la Consulta Previa y para la Consulta Prelegislativa; la Ley Orgánica para el Ejercicio y Aplicación de Derechos Colectivos; y la Ley Orgánica de Coordinación y Cooperación entre la Justicia Indígena y la Ordinaria.
Recomendación 118.86 “Ampliar la cobertura de la seguridad social y garantizar la igualdad de acceso de las minorías étnicas”: Para el Ecuador, de acuerdo al artículo 34 de su Constitución, resulta prioritario ampliar afiliación y cobertura universal de todas las personas -incluidas minorías étnicas- a la seguridad social, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Seguridad Social. En este contexto, el “Plan de Trabajo de Promoción y Asesoría para el Período 2020” se dirigió a incrementar en un 58% y 42%, el número de nuevos afiliados a la seguridad social, principalmente en las modalidades “voluntarios e independientes”, respectivamente, esperando un total de 17.412 nuevos asegurados a nivel nacional. Para su ejecución en 2020, se crearon dos equipos de trabajo: uno, “corporativo”, para gremios y asociaciones, con enfoque en trabajadores independientes; y, otro, “individual”, orientado a las afiliaciones voluntarias. 
SALUD 
Recomendaciones 118.94 “Proseguir los esfuerzos encaminados a promover los centros de atención de la salud, en particular en las zonas rurales, con especial atención a la lucha contra la malnutrición” y 118.95 “Proseguir sus esfuerzos para mejorar la salud mediante la ampliación de su Programa Desnutrición Cero a fin de proteger al mayor número posible de sus habitantes”: El Ecuador continúa llevando a cabo acciones en el sentido indicado en ambas recomendaciones, enfocadas a luchar contra la malnutrición. Desde 2018, el Ecuador cuenta con un Plan Intersectorial de Alimentación y Nutrición Ecuador (2018-2025), que contiene un componente de reducción de la desnutrición crónica, y que se implementó en los primeros 52 cantones priorizados, según la prevalencia de desnutrición y densidad poblacional de menores de 5 años, con énfasis especial en lo primero mil días de vida. Complementariamente, se desarrolló el Sistema de Seguimiento Nominal en Salud (SISEN-Salud) para el monitoreo y la planificación de las prestaciones priorizadas en salud y nutrición a fin de reducir la desnutrición crónica, el cual se encuentra en proceso de implementación. Complementariamente, el Proyecto de Nutrición en el Ciclo de Vida -Desnutrición Cero-, aprobado hasta el año 2021, tiene como objetivo eliminar la desnutrición de los recién nacidos hasta el primer año de vida. Bajo este programa, entre 2016 y 2019 se atendieron 5.642.418, niños y niñas menores de 5 años, de los cuales 843.829 fueron menores de 1 año de edad, 1.557.390 menores de 2 años y 3.241.199 menores de 5 años, con un porcentaje de cobertura de 56,81% en la población objetivo. En el mismo lapso, se atendieron 1.113.097 mujeres embarazadas con un porcentaje de cobertura de 72,35% y, 191.957 en periodo de lactancia con cobertura del 10,95% del 2016 al 2019. Además se entregaron suplementos alimenticios con micronutrientes en polvo a niños y niñas de 6 a 23 meses a 613.854 niño/as, con una cobertura del 55,42%; así como de vitamina “A” a niños y niñas de 6 a 59 meses, llegando a un total de 1.477.636 niño/as, lo que representa una cobertura del 52,37%, de su población total. Se entregaron suplementos alimenticios con micronutrientes a embarazadas y madres en periodo de lactancia  a 878.712 embarazadas, con una cobertura de 79,28% y 146.330 mujeres en periodo de lactancia, con el 74,50% de cobertura. Asimismo, se ha garantizado la lactancia materna exclusiva a través de la implementación de 9 Bancos de Leche Humana, distribuidos a nivel nacional, de manera que entre 2017 y 2019. Se obtuvo una producción de 23.002 litros de leche humana, registrando un porcentaje del 24,5% de producción dirigida 34.337 niños y niñas recién nacidos y lactantes en los servicios de neonatología de los centros de salud pública. Desde 2017 se han reconocido y certificado a 113 instituciones públicas y privadas, a nivel nacional, consideradas como amigas de la lactancia materna. 
Recomendación 118.96 “Seguir elaborando, aplicando, supervisando y reforzando las políticas destinadas a reducir las tasas de obesidad y la incidencia de las enfermedades no transmisibles”: El Ecuador cuenta con una política integral en materia de nutrición y alimentación. Como se indicó anteriormente, el Ecuador cuenta con el Plan Intersectorial de Alimentación y Nutrición Ecuador 2018-2025 -PIANE-, enfocado en la población de 5 a 11 años de edad. Para su cumplimiento se tomaron en cuenta las intervenciones priorizadas por el “Plan de Acción para la prevención de la obesidad en la niñez y adolescencia de la Organización Panamericana de la Salud”, entre cuyas políticas destacan: la implementación de las Guías Alimentarias Basadas en Alimentos del Ecuador -GABAS-, y el Reconocimiento de Responsabilidad Nutricional en restaurantes y cafeterías; el mejoramiento del entorno con respecto a la nutrición y la actividad física en los establecimientos escolares a través de la regulación de los bares escolares, de acuerdo a la nueva Ley de Alimentación Escolar; y, la implementación de políticas fiscales (impuesto a las bebidas azucaradas), reglamentación de la publicidad (en los bares escolares), y el etiquetado de alimentos (semáforo nutricional). El Ecuador es pionero en la implementación estas políticas, cuyos resultados son evidentes en las cifras de sobrepeso y obesidad en niños de 5 a 11 años, principalmente en las zonas urbanas donde la problemática es más prevalente. Este resultado evidencia que, acorde a la meta regional planteada por la Organización Panamericana de la Salud -OPS- para el 2019, en el Ecuador se ha detenido el crecimiento de este factor de sobrepeso y obesidad infantil tanto en dicho grupo como en adultos. Además, el Ecuador ha establecido como línea prioritaria la prevención, detección y tratamiento oportuno de las enfermedades Crónicas No Transmisibles -ENT-, mediante la implementación de una Estrategia Nacional que contiene múltiples normativas legales orientadas a garantizar su la atención integral: Estrategia Nacional para la Atención Integral de Cáncer en el Ecuador – 2017; Guía de Práctica Clínica de diabetes mellitus tipo 2 – 2017; Guía de Práctica Clínica de Linfoma de Hodgkin en adultos – 2017; Guía de Práctica Clínica de enfermedad renal crónica – 2018; Guía de Práctica Clínica de nódulo tiroideo – 2019; Guía de Práctica Clínica de hipertensión arterial – 2019; Lineamientos operativos para el manejo integral de DM1 – 2019; Manual HT pulmonar niños – 2019; y, Protocolo de Diabetes Mellitus Tipo 1 – 2020. Además de estas normativas, se han implementado estrategias dirigidas al levantamiento de información actualizada sobre factores de riesgo para el desarrollo de las ENT’s, tales como el levantamiento de una línea de base, a nivel nacional, sobre los factores de riesgo de las ENT’s en hombres y mujeres de entre 18 y 69 años de edad (STEPS 2018); y, la encuesta telefónica móvil sobre ENT’s 2019 – 2020 (en proceso de elaboración de informe de resultados). A nivel desconcentrado, se han implementado estrategias educativas que permiten la sensibilización sobre la prevención de las ENT’s, mediante: la implementación del Módulo de prevención de Cáncer dentro de las Escuelas de Participación Social en Salud, dirigidas a los comités locales de salud; la implementación del módulo de Prevención de Hipertensión; y, la elaboración de material educomunicacional.
Recomendación 118.97 “Seguir intensificando las medidas para hacer frente a los embarazos en la adolescencia mediante la promoción del acceso a los servicios de salud reproductiva para todos, incluida la educación sobre salud sexual y reproductiva, así como los servicios de asesoramiento y atención de la salud adaptados a los jóvenes, de conformidad con los compromisos contraídos en el Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo”: El Ecuador ha continuado fortaleciendo las medidas para luchar contra el embarazo adolescente, a través de varias vías. El Estado emitió el “Plan Nacional de Salud Sexual y Salud Reproductiva 2017-2021. En todos los establecimientos de salud que atienden partos, se implementó la normativa "Establecimientos de Salud Amigos de la Madre y el Niño" -ESAMyN-”, para -entre otras cuestiones- mejorar la calidad de atención adecuada en caso de emergencias obstétricas y neonatales; implementar flujos de planificación familiar y flujos de acceso a métodos anticonceptivos; y, desarrollar la línea de Asesoría en Promoción de la Salud -número telefónico 171, opción 2-, para abordar situaciones -entre otras cuestiones- de salud sexual y salud reproductiva. Además, se elaboró el Manual de asesoría en salud sexual y salud reproductiva, de manera que se impartieron varias capacitaciones, entre las que destaca la formación de 21.313 miembros de los comités locales de salud, clubs y ciudadanía en general. En 2017, se emitió el Protocolo para la actuación ante casos de embarazo, maternidad y paternidad dentro del sistema educativo, el cual brinda herramientas para el abordaje de casos de estudiantes que se encuentran en situación de embarazo, maternidad y paternidad. En 2018, se expidió la Política Intersectorial de Prevención de Embarazo en Niñas y Adolescentes -PIPENA- 2018-2025, cuyo objetivo general es contribuir a que las y los adolescentes accedan de manera universal a educación sobre sexualidad y servicios de salud sexual y reproductiva. Así, en 2019, se puso en marcha el Proyecto de Prevención en Niñas y Adolescentes -PPENA-, cuyo objetivo consiste en garantizar una atención integral y amigable a las y los adolescentes, como una estrategia para contribuir a la prevención del embarazo, uniones tempranas y violencia sexual en niñas y adolescentes. En este marco, se llevaron a cabo -entre otras acciones-: adecuaciones de consultorios para atención amigable a adolescentes en 2.500 establecimientos, dirigidos a que las niñas, y adolescentes con eventos obstétricos, especialmente víctimas de violencia sexual, tengan un trato digno en el marco de los derechos humanos; y, sensibilizaciones a 491 profesionales de la salud que brindan atención directa a adolescentes en temas referentes a salud sexual y salud reproductiva para adolescentes, con énfasis en prevención de violencia basada en género. En junio de 2019, se imprimió la Guía Metodológica de Prevención del Embarazo en Niñas y Adolescentes, como un material dirigido a docentes de todos los niveles, para tratar temas relacionados a la sexualidad integral y la prevención de embarazos no planificados, promoviendo la construcción de proyectos de vida saludables que fomenten el bienestar integral de adolescentes, con actividades relacionadas respecto de un total de 9.252 estudiantes beneficiados.
TRABAJO
Recomendación 118.87 “Proseguir los esfuerzos para reconocer el trabajo decente, reducir el subempleo estructural y ampliar gradualmente el poder adquisitivo de los ingresos del trabajo, en el contexto del fortalecimiento del sistema económico basado en la dimensión social y la solidaridad”: El Ecuador, a fin de reconocer el trabajo decente y reducir el subempleo, ha ejecutado un total de 26.905 inspecciones a nivel nacional en 2019, superando los resultados de periodos anteriores. Se evidencia un crecimiento en el trabajo decente y un decrecimiento en el subempleo con los registros del Sistema Único de Trabajo. Asimismo, sse fijó el Salario Básico Unificado -SBU- para el año 2020 en $400 (cuatrocientos dólares), con lo que se amplió el poder adquisitivo de los trabajadores y se garantiza condiciones básicas para su vida digna.
Recomendación 118.88 “Seguir aplicando políticas que aumenten el acceso al empleo, en particular para los jóvenes y los habitantes de zonas rurales”: El Ecuador continúa aplicando políticas que garantizan el acceso al empleo. Especialmente con relación a jóvenes estudiantes de educación superior, se ha implementado el proyecto “Mi Primer Empleo”, cuyo objetivo principal es facilitar -aplicando criterios de vulnerabilidad- el acceso a pasantías en empresas privadas y prácticas pre profesionales en instituciones públicas, otorgando así incentivos económicos al sector privado para la contratación de pasantes. Durante el período de pasantía (máximo 6 meses) se prevé la entrega a las empresas de un incentivo económico mensual correspondiente al 50% del tercio del SBU vigente y el 50% del aporte patronal al IESS. Desde enero de 2017, se han beneficiado más de 4.600 jóvenes a nivel nacional y se han concretado más de 800 alianzas con diversos actores que representan al sector público, sector privado y sector académico. Se implementó el proyecto “Empleo Joven” con la finalidad de vincular laboralmente a personas jóvenes en edades comprendidas entre los 18 y 26 años e impulsar el empleo juvenil en relación de dependencia en condiciones justas y dignas a fin de reforzar sus habilidades y conocimientos. Además, se han realizado alianzas estratégicas con el propósito de reducir las tasas de desempleo de manera sostenida y repotenciar el contrato juvenil, beneficiando a miles de jóvenes y empresas del sector privado, para lo cual se otorgan importantes incentivos dirigidos a las empresas, como por ejemplo los siguientes: devolución mensual del 50% de un SBU vigente; devolución mensual del 100% del aporte patronal de un SBU vigente; y, devolución del 100% de vacaciones correspondientes a un SBU vigente para pueblos y nacionalidades, migrantes retornados, diversidad sexo-genérica y personas con discapacidad.
Recomendación 118.89 “Instituir estrategias específicas y reformas del mercado de trabajo para promover una mayor participación de la mujer en el sector formal del empleo, incluso mediante la disminución de los obstáculos a esa participación”: El Ecuador ha fomentado la creación y participación en la Mesa Interinstitucional de Diálogo sobre Trabajo Remunerado del Hogar, para lo cual se ejecutaron las siguientes acciones: a) informe Técnico sobre la Posición País en relación al Proyecto de Recomendación y Convenio sobre Acoso y Violencia en el Mundo del Trabajo de la Organización Internacional del Trabajo -OIT- ; b) publicación de un “Manual sobre las Rutas de Atención para Trabajadoras Remuneradas del Hogar en casos de enfrentar situaciones de violencia y acoso en el ámbito laboral; c) publicación de modelos de contrato para Trabajo Remunerado del Hogar; d) propuesta de Plan de Trabajo 2020 con ONU Mujeres, con el objeto de realizar acciones conjuntas para el fomento de los derechos de las mujeres, como potencial transformación en el ámbito laboral; y, e) impulso del Programa “Supérate” con Holcim-Ecuador y ConstruMercado en profesionalización para hombres y mujeres en el área de la construcción. Adicionalmente, se suscribió el Plan de Iniciación para la implementación del Programa Sello de Igualdad de Género del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo -PNUD- para Empresas Públicas y Privadas, denominado “Equilaboral”, con el objetivo de promover la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres en el lugar de trabajo mediante acciones como: la eliminación de brechas salariales; la inclusión de mujeres en sectores no tradicionales; la eliminación del acoso laboral y violencia en el trabajo; y, asesorías sobre el cumplimiento estándares laborales en materia de género, beneficiando a 1.138 mujeres, entre otras personas. Para incorporar a las mujeres víctimas de violencia en el pleno empleo, a través de la Red Socio Empleo se brindó atención, a fin de vincular sus hojas de vida en procesos de selección de ofertas laborales en el sector público y privado. Se realizaron más de 680 talleres, dirigido a más de 1.000 funcionarios y más de 8.150 trabajadores del sector privado, a fin de sensibilizar en materias laborales con un enfoque de género y erradicación de la violencia en el trabajo. Entre otras actividades, en 2019 se certificaron 33.453 funcionarios de 35 instituciones públicas en el curso virtual “Instituciones Seguras Libres de Violencia contra las Mujeres”, para dotar de herramientas conceptuales y sensibilizar en la materia. 
Recomendación 118.91 “Proseguir los esfuerzos para poner fin al trabajo infantil mediante el establecimiento de un mecanismo de coordinación interinstitucional a nivel nacional y subnacional para implementar el Plan Nacional para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil”: El Ecuador, en el marco del Proyecto de Erradicación del Trabajo Infantil -PETI- (http://www.trabajo.gob.ec/proyecto-de-erradicacion-del-trabajo-infantil/), ha continuado llevando a cabo múltiples acciones para eliminar esta problemática, por ejemplo mediante el establecimiento de mecanismos de seguimiento control, monitoreo de los casos de trabajo infantil. En este sentido, se han realizado de enero de 2019 a febrero de 2020, 8.915 inspecciones a nivel nacional y, mediante el Sistema Único de Trabajo Infantil -SURTI-, se han derivado a las instituciones competentes más de 215 casos de trabajo infantil, a fin de activar las medidas de protección correspondientes. Asimismo, el Plan prevé la existencia de Mesas de Erradicación del Trabajo Infantil, para coordinar interinstitucionalmente la implementación de planes locales de prevención y erradicación. Bajo el plan se han sensibilizado en la temática a más de 31.000 funcionarios, empleadores, colaboradores de los sectores implicados y ciudadanía en general. De la misma manera, se han llevado a cabo más de 590 asistencias técnicas a los Gobiernos Autónomos Descentralizados para la implementación y promoción de políticas públicas de prevención y erradicación del trabajo infantil. En cuanto a la coordinación interinstitucional, el Ecuador ha promovido la conformación de la Red de Empresas por un Ecuador Libre de Trabajo Infantil RED (ETI), con el Consorcio Ecuatoriano para la Responsabilidad Social y UNICEF, para articular estrategias empresariales para erradicar el trabajo infantil en todos los sectores productivos, en el marco de los derechos de la niñez y la adolescencia, de manera que ha comprometido hasta el momento a más de 90 las empresas privadas y públicas. 
EDUCACIÓN 
Recomendaciones 118.101 “Proseguir los esfuerzos para reformar el sistema educativo, ya que constituye un elemento importante para reducir la pobreza”, 18.102 “Seguir aumentando la inversión en educación y fortalecer la infraestructura educativa” y 118.105 “Seguir incrementando la inversión pública en educación y seguir esforzándose por aplicar las estrategias de inclusión educativa, prestando especial atención a las zonas de difícil acceso y a los niños”: El Ecuador ha continuado fortaleciendo el sistema educativo, con una visión inclusiva y especialmente con miras a la reducción de la pobreza en el país. Por ejemplo, en noviembre de 2019, se oficializó la “Estrategia para el Fortalecimiento de la Educación Técnica (2030)”, para la mejora de pertinencia de la oferta formativa de bachillerato técnico y transformar la educación técnica de nivel medio en un factor coadyuvante en la reducción de la pobreza, el incremento de la productividad, la atracción de inversiones y el desarrollo sostenible del país. Asimismo, desde el 2010 se lleva a cabo el proyecto “Nueva Infraestructura Educativa” con el objetivo de complementar y rehabilitar las instalaciones adecuándolas condiciones mínimas de confort, de manera que, por ejemplo, durante los años 2019 y 2020, se programó una inversión de más de 246.000 para la intervención en 601 unidades educativas, a fin de eliminar barreras al acceso del sistema educativo, promover condiciones de aprendizaje digno y mantener un nivel de bienestar adecuado de niños, niñas y jóvenes. En este ámbito, se ejecuta el préstamo con la Corporación Andina de Fomento -CAF-, con el objetivo de financiar costos directos de construcción de la infraestructura educativa, fiscalización externa de las obras, equipamiento y mobiliario escolar, implementación de la gestión ambiental y social y auditoría externa del programa, por un monto de 176.000.000 dólares. También se ejecuta el préstamo Nro. 8542-EC con el Banco Internacional de la Reconstrucción y Fomento -Banco Mundial- del Proyecto Reforma de Circuitos Educativa en los Circuitos Focalizados -PARCEF- por un monto de 178.000.000 dólares. En tema de inversión general en educación, se ha institucionalizado la provisión de textos escolares, transporte, alimentación y uniformes escolares gratuitos para estudiantes de educación pública y fiscomisional a nivel nacional. Por ejemplo, en el periodo escolar 2018-2019, se entregaron textos escolares de forma gratuita a 3.730.921 niños y adolescentes, sin distinción de género, discapacidad, género o situación de movilidad humana, invirtiendo un total de más de 24 millones de dólares. Asimismo, en el periodo escolar 2018-2020, se distribuyeron un total de 1750.204 uniformes escolares gratuitos para estudiantes de todo el país, lo que responde a una inversión de más de 52 millones de dólares. Complementariamente, desde el año 2016 se implementa el proyecto de Intervención en la Alimentación Escolar”, que -entre otras cosas- proporciona alimentación a residencias estudiantiles, mediante la provisión de tres comidas al día. Por ejemplo, durante el año 2019, el monto total devengado en alimentación escolar asciende a más de 153 millones de dólares, con cobertura a 12.796 instituciones educativas y 2.946.849 de estudiantes. En cuanto a infraestructura, se lleva a cabo el Compromiso Presidencial número 1238 denominado “Reaperturas”, que abrirá cerca de 400 establecimientos educativos bajo criterios objetivos, con una inversión total estimada de más de 40 millones de dólares, a fin de garantizar el derecho a la educación de calidad de niños, niñas y adolescentes de comunidades rurales que, por su difícil acceso, medios de transporte limitados o ubicación distante, requieren de cobertura especializada. En materia del fortalecimiento de la planta docente, se diseñó la Estrategia de Formación y Desarrollo Profesional Docente cuyo objetivo es posicionar una perspectiva clave sobre la revalorización de la carrera docente, y con bas en el cual se llevó a cabo un “Ciclo de talleres sobre reducción de carga administrativa docente”; se construyeron 15 programas formativos dirigidos para docentes del magisterio para fomentar la generación de planes personales de formación; y, se implementó el programa de acompañamiento pedagógico, que de 2017-2020 benefició a 822 instituciones educativas fiscales, 455 directivos, y 4.273 docentes. También se ha promovido la reforma del sistema educativo mediante el desarrollo del plan para el fortalecimiento de la etnoeducación afroecuatoriana en el Sistema Nacional de Educación, para lo cual se suscribió un convenio con la Organización de Estados Iberoamericanos -OEI-. Adicionalmente, entre 2017 y 2020, se amplió el alcance del servicio educativo, desde los 15 años en adelante, en los sectores rurales y en los centros privados de libertad. Además, se ha desarrollado el “Plan de Educación y Formación Técnica Profesional”, para promover la trayectoria técnica educativa a niveles superiores, garantizando el acceso a una formación de tercer y cuarto nivel tecnológico o, a su vez, a capacitación que potencia sus habilidades, y a destrezas en la carrera o profesión elegida. Por otro lado, se ha fortalecido el proceso de matrículas en escuelas comunitarias, así como aquellas que están ubicadas en zonas de difícil acceso, de manera que se garantiza el acceso a la educación de los niños y niñas de las comunidades, y constituye además un proceso de fortalecimiento comunitario, que está a cargo de la comunidad a través de su líder.
Recomendación 118.103 “Seguir reduciendo la brecha entre las zonas urbanas y rurales en el ámbito de la educación”: El Ecuador, con la finalidad de seguir reduciendo la brecha entre las zonas urbanas y rurales en el ámbito de la educación, en el marco de la “Visión Estratégica de Formación y Desarrollo Profesional Docente”, implementa el Programa “Formación de la Gestión Educativa Rural”. La primera actividad del programa fue el "Primer Encuentro Formativo Docente de Escuelas Rurales", que tuvo lugar del 17 al 21 de febrero de 2020, el cual fue dirigido a docentes de instituciones reaperturadas de las áreas rurales para que conozcan, comprendan y dominen el hecho educativo en contexto de ruralidad. De igual manera, se realizó la profesionalización docente de tercer nivel en las carreras de educación, dirigido a docentes en ejercicio en zonas rurales que, en año 2018, no contaban con un título de tercer nivel. También se implementó el programa “Quiero Ser Maestro”, como un concurso de méritos y oposición para llenar vacantes de docentes, de manera que en 2017 se ofertaron vacantes para zonas rurales, obteniéndose 14.680 ganadores en total. Además, se implementó el proyecto de Educación Inicial y Básica Integral con calidad, proyecto que cuenta con el Servicio de Atención Familiar para la Primera Infancia -SAFP-I-, que es un programa educativo extraordinario concebido especialmente para las zonas rurales, para dar respuesta a las necesidades de las familias con niños y niñas de 3 y 4 años y que, por la casuística de su entorno, distancia o por decisión de los padres de familia o representantes, no asisten a una institución educativa. Los docentes SAFPI, brindan atención domiciliaria individual (60 minutos) y jornadas grupales en espacios comunitarios (120 minutos) en lugares como los gobiernos autónomos descentralizados parroquiales o casas comunales, de manera que, durante el período 2018-2019, se atendieron a 16.813 niños y niñas. Además, desde 2019 se ha desarrollado el Modelo de Bachillerato Técnico Agropecuario Auto-sostenible, con el fin de fomentar el interés de los jóvenes en el área rural, mediante la realización, por ejemplo, de prácticas en ambientes reales de trabajo en la zona agrícola y la generación de recursos para infraestructura educativa.
Recomendaciones 118.104 “Intensificar los esfuerzos encaminados a garantizar el acceso a una educación de calidad para todos los niños, incluidos los de grupos minoritarios y de zonas rurales”: El Ecuador, para garantizar el acceso a una educación de calidad para todos los niños, incluidos los de grupos minoritarios y de zonas rurales, ejecuta periódicamente procesos específicos en los niveles distritales, entre los cuales destacan: la matrícula en instituciones educativas fiscales; aplicación de exámenes de ubicación; y, reconocimiento de estudios realizados en el exterior. Primero, entre 2019-2020, la matrícula de estudiantes al sistema educativo fiscal, fue de 4.497.192 estudiantes -66.135 de ellos, extranjeros-. Segundo, se realizaron 21.065 exámenes de ubicación para estudiantes que por diferentes causas no contaban con la respectiva documentación académica, lo que permitió garantizar la calidad en el acceso al curso correspondiente. Tercero, se produjeron 17.636 reconocimientos de estudios realizados en el exterior, que permite equiparar los niveles cursados en el exterior otorgándoles el equivalente con los correspondientes en nuestro país. De otro lado, se llevó a cabo la investigación “Prácticas sociales que inciden en el rendimiento académico y obtención de diplomas de Bachillerato Internacional -BI- y Bachillerato General Unificado -BGU- en estudiantes de instituciones educativas fiscales”, cuyos resultados permiten comprender cómo las instituciones educativas con alto rendimiento suelen establecer prácticas orientadas al éxito escolar, mientras que instituciones con bajo rendimiento tienden a generar tensiones que repercuten en la no obtención del diploma BI o llevan al fracaso escolar en el BGU. Adicionalmente, mediante el proyecto de “Educación Inicial y Básica Integral con Calidad”, cuyo objetivo general es reducir el número de niños de 3 y 4 años sin atención en el nivel de Educación Inicial y el número de estudiantes de 8 a 18 años en condición de rezago educativo en el nivel de Educación General Básica. El monto total de este proyecto asciende a 26 millones de dólares, de manera que se han atendido 6.884 estudiantes, en 130 instituciones educativas pertenecientes a 50 distritos educativos. Además, se ha impulsado el Programa Nacional de Educación Básica para Jóvenes y Adultos -EBJA., iniciado en el 2011, de manera que desde el 2017 -y entre otras actividades- se implementaron 30 aulas virtuales para Educación General Básica superior y el nivel de BGU, mismas que en el 2018, inauguraron la oferta de Educación a Distancia virtual para todas aquellas personas con escolaridad inconclusa que, por más de tres años consecutivos, dejaron de estudiar y para que, a través de cursar 5 meses por cada grado o curso, puedan obtener su título de bachiller. Por otra parte, actualmente, se ejecuta en el Ecuador el préstamo Nro. CEC 1008, con la Agencia Francesa de Desarrollo -AFD-, con el propósito de financiar el programa “Apoyo a la calidad e inclusión del sector educativo del Ecuador”, a través de los proyectos de inversión de Nueva Infraestructura Educativa y Sistema Integral de Desarrollo Profesional Educativo -SiProfe-, con un financiamiento de 75 millones de dólares. 
Recomendación 118.107 “En relación con las iniciativas para hacer frente al problema del analfabetismo, seguir promoviendo el acceso a una educación de calidad en las zonas rurales, lo que aportaría beneficios a largo plazo para las mujeres, los jóvenes y los grupos indígenas en las zonas rurales”: El Ecuador, para luchar contra el analfabetismo, implementó el “Currículo Integrado de Alfabetización” que se caracteriza por tener un enfoque interdisciplinar para atender a la población joven y adulta que no tuvo la posibilidad de acceder al sistema educativo o no pudo concluir sus estudios elemental y medio de Educación General Básica. Para ello, se adaptó la malla curricular de los estudios de nivel Básica Superior y de Bachillerato para la Educación Extraordinaria de personas con escolaridad inconclusa. Además, se realizó el diseño de guías con orientaciones metodológicas para los docentes de alfabetización, post-alfabetización, básica superior y bachillerato, así como fichas didácticas para los estudiantes jóvenes y adultos de las diferentes ofertas y áreas del conocimiento. Asimismo, se cuenta con el “Instructivo de Evaluación para el Aprendizaje”, en el que se incluyen elementos necesarios para garantizar la aplicación de la evaluación estudiantil. Asimismo, se efectuó el lanzamiento de la “Campaña de Alfabetización, Educación Básica y Bachillerato Monseñor Leónidas Proaño – Todos ABC”, con el objetivo de movilizar a la sociedad para alfabetizar, completar la educación básica y dar continuidad a la formación de los ecuatorianos durante toda la vida, de manera que, desde el 2017 a 2020, se atendió a 330.972 personas. Entre el 2018 y 2019, se implementó el servicio de “Nivelación y Aceleración Pedagógica” -NAP-, atendiendo a 6.884 niños, niñas y adolescentes de 8 a 18 años en condición de rezago educativo, mediante un proceso que fortalece sus destrezas y acelera su aprendizaje con adaptaciones curriculares, contribuyendo a evitar la deserción y la participación en programas educativos para personas con escolaridad inconclusa.
Recomendación 118.108 “Continuar aplicando una política de educación inclusiva, especialmente en las zonas rurales”: El Ecuador trabaja para continuar garantizando a todas las personas el acceso, permanencia y culminación de sus estudios. Con un enfoque inclusivo, se han ejecutado diferentes acciones afirmativas como la identificación de nudos críticos para el ingreso, permanencia y culminación del proceso, y el registro adecuado de la información de niñas, niños y adolescentes en la base de datos de Sistema Nacional de Educación. Se reformaron los requisitos para acceder a la educación y se trabajó en el marco de la cooperación internacional, a fin de implementar acciones en el sistema educativo como son las metodologías de prevención de discriminación y xenofobia en instituciones educativas. Se ha actualizado también la atención de población en situación de vulnerabilidad y se han introducido cambios en los procesos técnicos para el acceso a la educación, como por ejemplo -entre otras acciones- las siguientes: la revalidación de niveles académicos; la no exigencia de documentos de identidad ni récord educativo para acceso y continuidad en la educación formal; el establecimiento de la edad cronológica como criterio de asignación; el proceso de acompañamiento al estudiante en situación de vulnerabilidad; y, la elaboración de un glosario de situaciones de vulnerabilidad. Adicionalmente, se fomenta la consolidación de una red de apoyo en el país que permita actuar de manera oportuna e inmediata en casos de vulneración de derechos, problemáticas asociadas a las personas en situación de calle, a casos en situación de movilidad humana y, sobre todo, ante actos de xenofobia y discriminación. En este ámbito, con el acompañamiento técnico de la OACNUDH y de UNICEF, se ha capacitado a la comunidad educativa en metodologías específicas para la prevención de la discriminación y xenofobia, abordando el impacto de la migración actual, desde un enfoque de diversidad e inclusión. De otro lado, se ha desarrollado un instrumento que tiene como objetivo socializar los Estándares de Desempeño Profesional con docentes, directivos e instituciones educativas rurales, a través de un recurso educativo que fomente la autorreflexión de su propia práctica educativa.
Recomendación 118.116 “Aumentar el acceso a una educación de calidad de las mujeres indígenas y afroecuatorianas, así como de las que viven en zonas rurales”: El Ecuador ha continuado realizando esfuerzos para aumentar el acceso a la educación de todas las personas. Consciente de que las zonas rurales requieren atención pormenorizada, el país ha ejecutado, desde 2015, una dotación de transporte escolar, aplicando criterios de participación, organización, y priorización presupuestaria. Durante 2019, la ejecución presupuestaria fue de 7.214.506,89 dólares, atendiendo a un total de 31.071 estudiantes de zonas rurales o urbano marginales de 176 unidades educativas a nivel nacional. Para fortalecer la infraestructura educativa, se implementa el Compromiso Presidencial número1238 sobre “Reaperturas” escolares, para garantizar el derecho a la educación de calidad de niños, niñas y adolescentes de comunidades rurales que -por su difícil acceso, medios de transporte limitados o ubicación- requieren especial atención en la prestación del servicio educativo. Se abrirán escuelas unidocentes y bidocentes aplicando varios criterios, como: ubicación geográfica, situación de área rural, localidades con población mayoritariamente de nacionalidades y pueblos ancestrales, provincias amazónicas y de frontera, nivel de rezago educativo del sector de la institución, análisis de la media poblacional, y proyección poblacional en edad escolar para el nivel inicial. 
Recomendación 118.117 “Seguir mejorando la calidad de la educación pública, en particular para las personas que viven por debajo del umbral de la pobreza, con especial atención a la salud mental y a los elementos psicosociales de un entorno de aprendizaje de calidad”: En Ecuador, con el fin de garantizar la salud mental, en particular para quienes viven por debajo del umbral de la pobreza, se realizan visitas domiciliarias en acompañamiento de un médico del barrio, con seguimiento familiar e individual. La estrategia tiene como objetivos: garantizar el acceso equitativo a los servicios de salud a la población, con énfasis en los grupos prioritarios y vulnerables, acercando el servicio a la comunidad; reorganizar el uso de los recursos disponibles en los distintos niveles de atención de los servicios de salud; asegurar la participación comunitaria efectiva en las acciones cotidianas de los servicios de salud; y, permitir un manejo dinámico de la información de salud que viabilice la adecuada toma de decisiones. 
MEDIO AMBIENTE
Recomendación 118.26 “Intensificar los esfuerzos para poner en práctica políticas y programas en favor de un medio ambiente sano”: El Ecuador, ha intensificado sus esfuerzos para poner en práctica políticas y programas en favor de un medio ambiente sano, mediante el desarrollo de varios programas y proyectos relevantes en el accionar de la gestión ambiental y en el marco de los compromisos internacionales asumidos dentro de los acuerdos multilaterales en materia de químicos. Por ejemplo, ha llevado a cabo un proceso de fortalecimiento de las iniciativas nacionales y mejoramiento de la cooperación regional para el manejo ambientalmente racional de contaminantes orgánicos persistentes (COPs) en residuos de aparatos eléctricos y electrónicos -RAEE-. Se ha implementado un Plan de Acción Nacional para Mercurio en Minería Artesanal y Pequeña Escala -MAPE- y ha actualizado su Plan Nacional de Aplicación del Convenio de Estocolmo y Realización de Inventarios de Contaminantes Orgánicos Persistentes -COPs-, al tiempo que ha implementado el Programa para la gestión integral de sustancias químicas COPs y mercurio en todo su ciclo de vida, así como el Proyecto denominado Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes -RETC- en el Ecuador. Entre otras acciones complementarias, el Ecuador ha fortalecido su Sistema Nacional de Control para la Gestión de Materiales Peligrosos en Ecuador. Asimismo, a través del Programa de Reparación Ambiental y Social -PRAS- se ha fortalecido la propuesta de Política Pública de Reparación de Daños Ambientales, que se enfoca en cuatro ejes (restauración integral, garantías de no repetición, medidas de satisfacción y monitoreo integral) lo que permite contar con una planificación plurianual para la gestión de daños ambientales a nivel nacional.
Recomendación 118.30 “Seguir denunciando el hecho de que las empresas transnacionales se niegan a reparar los graves daños ambientales en la región amazónica”: El Ecuador, conforme a su Constitución, basada en la protección de los derechos de naturaleza, la restauración de los ecosistemas, y el principio de subsidiariedad, ha desarrollado un marco normativo que permite fortalecer la gestión del daño ambiental y su reparación integral, a través del Código Orgánico del Ambiente del año 2017 (art. 292) y su Reglamento del año 2019 (arts. 807 a 822). En dichas normas, se han previsto algunos mecanismos, directrices y lineamientos específicos que el causante del daño ambiental debe ejecutar. Además, este marco regulatorio resalta que el responsable del daño ambiental es el encargado de la reparación integral. Si en algún caso se activará el mecanismo de subsidiariedad, el Estado, una vez identificado el responsable, deberá repetir contra el causante del daño ambiental y exigir la devolución de los montos del proceso de reparación integral correspondiente. En 2019, el Ecuador reformó el Reglamento Ambiental Hidrocarburífero, y recibe denuncias respecto a afectaciones ambientales en el país, ejecutando acciones de control para evitar la generación de afectaciones ambientales en todo el territorio, con especial énfasis en la zona de la Amazonía al constituir un ecosistema de crucial importancia para el país y el planeta. A través del Programa de Remediación Ambiental y Social -PRAS-, se publicó en 2018, la “Guía Metodológica de Peritaje Ambiental”, que establece los mecanismos empleados por los peritos ambientales para la determinación del daño ambiental grave, asociado a delitos ambientales. El PRAS se encuentra trabajando en la planificación de talleres de capacitación enfocados en fortalecer la implementación de mecanismos y herramientas que posibiliten determinar el daño ambiental grave asociado a delitos ambientales, en articulación con las demás dependencias públicas y/o privadas con injerencia en los diversos ámbitos productivos.
Recomendación 118.85 “Poner en práctica las medidas necesarias para proteger el medio ambiente y adoptar medidas concretas para proteger el disfrute del derecho al agua”: El Ecuador ha establecido, dentro de la normativa ambiental, límites máximos permisibles para la medición de parámetros que garantizan la calidad de agua en sus diferentes usos. Así mismo, dentro de planes manejo ambiental que deben ser cumplidos por las actividades productivas en el país, se establecen medidas obligatorias para el cuidado en el uso y aprovechamiento del agua. Se han desarrollado planes de reparación integral en siete zonas priorizadas del país, con un portafolio de proyectos enmarcados en los diversos ejes de la Reparación Integral de daños ambientales. Además, se efectúa el control y seguimiento a programas y proyectos de remediación ambiental por pasivos ambientales existentes, derivados de actividades productivas y extractivas que pueden afectar la calidad de agua de los cuerpos hídricos. Adicionalmente, se actualiza y desarrolla la normativa ambiental que permite una mejor gestión y articulación con los organismos competentes para la gestión de la calidad de agua. Del mismo modo, se han agilitado los procesos de regularización ambiental en el sector de saneamiento para proyectos financiados por el Banco del Estado y así otorgar a municipalidades y prefecturas financiamiento de créditos para proyectos relacionados en las áreas de: alcantarillado, agua potable y desechos sólidos. Asimismo, se ejecuta el proyecto "Ordenamiento Ambiental Integral en la cuenca del río Puyango", con la finalidad de reducir contaminación de la cuenca hidrográfica en mención, la cual resulta de prácticas ambientales deficientes en el tratamiento de residuos industriales, generados en los procesos productivos de la zona de influencia directa. Se impulsó la implementación del Laboratorio Nacional de Referencia del Agua -LNRA-, con la finalidad de articular alianza estratégica para el desarrollo de investigación de recursos hídricos y acuáticos para promover acciones conjuntas en el área de investigación, gestión y servicios en torno a los recursos hídricos y acuáticos. Mediante la implementación del LNRA se obtiene información para la toma de decisiones oportunas, y sustentadas a una base científica, lo cual beneficiará directamente a la población y al medio ambiente, así como también permite la articulación de las instituciones gubernamentales, además de incrementar las capacidades a nivel local.
TRATA DE PERSONAS
Recomendación 118.70 “Intensificar aún más sus esfuerzos para combatir la trata de personas de conformidad con la aplicación del Plan Nacional y asegurar la protección adecuada de las víctimas de la trata”: El Ecuador ha continuado intensificando sus esfuerzos en materia de prevención, protección y sanción en los casos de trata de personas. En 2006, tras la aprobación del “Plan Nacional para combatir la trata de personas, tráfico ilegal de migrantes, explotación sexual, laboral y otros modos de explotación, pornografía infantil y corrupción de menores”, se conformó una Comisión Interinstitucional, en la que participan quince institucionales nacionales, y que han articulado varios avances a través de la conformación de mesas técnicas. El logro más importante del Comité, ha sido la generación de los protocolos de “Actuación Interinstitucional para la Atención y Protección a Víctimas de Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes”, aprobados en 2020. Adicionalmente, se han llevado a cabo varias campañas de prevención y sensibilización, como: “Aquí Estoy contra la Trata de Personas” “#Negocio Mortal” y “Vigilia por el Día de la Trata de Personas”. Además, en Encuentros Binacionales con Perú y Colombia realizados en 2019, se desarrolló un Taller sobre Trata de Personas y Tráfico de Migrantes, así como un Encuentro entre Policías y Fiscales para compartir sus experiencias en zonas de frontera. Por otra parte, mensualmente, se lleva a cabo una Mesa de Movilidad Humana y varias mesas intersectoriales. Una de ellas, que corresponde a temas de trata y tráfico de migrantes, implementó una hoja de ruta para identificar posibles casos de tráfico ilícito de niñas y niños migrantes no acompañados, a través de las autorizaciones de salidas del país realizadas en las notarías públicas. Se llevó a cabo una capacitación semipresencial sobre “Trata de Personas, Tráfico Ilícito de Migrantes y Movilidad Humana” dirigida a jueces y fiscales de ocho provincias priorizadas, y organizada en coordinación con OIM, ACNUR y la Pontificia Universidad Católica del Ecuador -PUCE-. Adicionalmente, se han llevado a cabo diagnósticos situacionales en distintas provincias y en el contexto de movilidad humana de ciudadanos venezolanos, generación de estadísticas interinstitucionales, la implementación de un sistema de registro de víctimas (Registratt) y el desarrollo de un diagnóstico nacional en el marco del “Plan de Acción Contra la Trata de Personas 2019-2030”, que cuenta con desagregación por variables (incluido, entre otros: modalidad de explotación, condiciones socioeconómicas y niveles de violencia).
Recomendación 118.72 “Velar por la aplicación efectiva de las políticas y operaciones destinadas a desmantelar las redes de trata y tráfico ilícito de migrantes”: El Ecuador, con la finalidad de investigar y desmantelar las redes de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, trabaja a través del referido Comité Interinstitucional, en cuya Mesa de Investigación, se ha alcanzado el compromiso de incrementar el número de operativos para desarticular redes delictivas, de manera que se involucra a las instituciones con competencia en la materia. Como ejemplo de resultados, durante el 2019, se realizaron 37 operativos con resultados (33 por trata y 4 por tráfico ilícito de migrantes, el rescate de 63 víctimas y la detención de 45 victimarios). Sobre la cooperación internacional en materia de investigación y judicialización, destaca: la conformación de una mesa binacional permanente con Colombia, con el objetivo de realizar investigaciones proactivas en zona de frontera; el establecimiento de un plan de trabajo conjunto entre los Comités de trata de personas del Departamento de Nariño, los Municipios de Pasto e Ipiales de Colombia y de la Provincia del Carchi en Ecuador; y, el Encuentro de Fiscales y Policías de Perú y Ecuador especializados en materia de trata de personas para intercambio de experiencias, información y buenas prácticas, en materia de rescate de víctimas y operativos simultáneos. Adicionalmente, en el Ecuador existe un servicio telefónico gratuito a disposición de la ciudadanía -Delito, 335486- para brindar información sobre el cometimiento, entre otros delitos, de trata de personas. 
MIGRACIÓN
Recomendación 118.156 “Redoblar sus esfuerzos para lograr, en la legislación y en la práctica, la inclusión de los migrantes en todas las esferas, en particular de las mujeres en el mercado de trabajo”: En el Ecuador, la Agenda Nacional para la Igualdad de Movilidad Humana 2017-2021-ANIMH-, es el primer instrumento de política pública que aborda el enfoque de movilidad humana, centrándose fundamentalmente en el ser humanos y no en el tipo de migración. La ANIMH define grupos específicos como: personas ecuatorianas en movilidad humana (ecuatorianos emigrantes y ecuatorianos retornados); personas extranjeras en el Ecuador (residentes temporales, residentes permanentes y visitantes temporales); personas extranjeras en protección internacional (asilo, refugio y apatridia); y, personas víctimas de trata de personas y/o de tráfico ilícito de migrantes. La ANIMH se enmarca, entre otros instrumentos, en la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible, en el Pacto de 2018 para la Migración Segura, Ordenada y Regular, y en el Pacto de 2018 para los Refugiados. Con base en ello, se llevó a cabo la sistematización y análisis de los registros administrativos de los principales ministerios vinculados con la movilidad humana, lo que permitió contar con información estadística actualizada e incluso desagregada por género y rango de edad. La ANIMH define dos tipos de políticas públicas: políticas para los grupos de personas en movilidad humana y políticas transversales de intervención. Para la inclusión económica y laboral se contemplan políticas y acciones enfocadas en el reconocimiento y convalidación de títulos y competencias profesionales, el establecimiento de acuerdos gubernamentales para la construcción de programas de emprendimiento y capacitación, así como acceso al sistema financiero. También se prevé el fortalecimiento de los mecanismos de vigilancia y control en la aplicación de la normativa laboral vigente para el respeto de derechos laborales, especialmente para evitar delitos de explotación laboral y/o trata de personas. Para la inclusión social y cultural de las personas en movilidad humana, se han definido políticas y acciones específicas enfocadas fundamentalmente en el acceso a la seguridad social, salud, educación, en casos específicos a servicios de protección social, a la promoción de la asociatividad en temas culturales, la participación en procesos electorales, la realización de campañas de difusión de derechos y sensibilización, así como el fortalecimiento de los mecanismos y protocolos de protección y atención a personas víctimas de violencia. Durante 2019, se organizaron tres ferias de empleo para migrantes retornados en 2019, y se ofrecieron capacitaciones periódicas a los migrantes retornados sobre la plataforma digital “Red Socio Empleo”. Durante 2019, se ejecutó a nivel nacional la "Campaña de prevención y sensibilización contra la xenofobia y otras formas de discriminación", mediante la cual se sensibilizó a 19.140 personas, de los cuales 17.273 fueron estudiantes, 619 líderes comunitarios y docentes, y 157 actores sociales. Además, durante ese año, se brindó atención a 1.025 casos de vulnerabilidad extrema de la comunidad extranjera. Uno de los procesos exitosos de regularización, ha sido el efectuado en favor de los ciudadanos venezolanos, con la expedición de más de 11.000 visas de excepción por razones humanitarias -VERHU-, sin costo y con una duración de dos años. Los migrantes pueden acceder a 34 categorías migratorias, a través de la emisión de los visados correspondientes contemplados en la Ley Orgánica de Movilidad Humana -LOMH-. Se ofrecen también varios servicios, como: ventanilla de atención para personas en movilidad humana, para absolver consultas y brindar información sobre los productos y servicios que se ofertan. Se llevan a cabo jornadas de sensibilización dirigidas a las instituciones públicas y empresas privadas en materia de contratación de personas en movilidad humana. 
Recomendación 118.157 “Acelerar la institución de un procedimiento de determinación de la apatridia y asegurarse de que esté en consonancia con las normas internacionales y cuente con la orientación de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados”: El Ecuador, como Parte de las dos Convenciones sobre la cuestión de la apatridia, no permite situaciones en que una persona no tenga atribuida al menos una nacionalidad concreta. La Constitución del Ecuador combina los principios de ius soli y ius sanguinis para asegurar que toda persona nacida en su territorio, independientemente de la nacionalidad y condición migratoria de los padres, adquiera la nacionalidad ecuatoriana. Asimismo, el art. 41 de la Constitución reconoce los derechos de asilo y refugio de acuerdo con la normativa nacional y los instrumentos internacionales de derechos humanos. En 2019 se expidió el “Instructivo para el Proceso de la Condición de refugiados y apátridas”, que se encuentra en plena concordancia con los estándares internacionales de derechos humanos. La instancia técnica para el reconocimiento y determinación de la condición de los refugiados o apátridas en el Ecuador, es la Comisión de Refugio y Apatridia.
JUSTICIA
Recomendación 118. 16 “Garantizar la formación apropiada de los funcionarios judiciales que se ocupan de los casos de discriminación”: El Ecuador continúa llevando a cabo capacitaciones a los funcionarios judiciales en materia de derechos humanos. Por ejemplo, se ha llevado a cabo un plan nacional de capacitación especializada y fortalecimiento misional en materia jurídica, dirigido a fiscales, secretarios y asistente de fiscal, en relación a la utilización de herramientas de investigación de delitos cometidos en base a discriminación racial-sensibilización, así como en relación con aspectos sociales inherentes a la temática afrodescendiente. Para el desarrollo de las capacitaciones mencionadas se mantiene un trabajo interinstitucional con la academia universitaria.
Recomendación 118.36: “Garantizar la independencia judicial y la diversidad en los nombramientos judiciales”: En el Ecuador rige el principio de separación de poderes, lo que incluye el pleno respeto a la independencia judicial. Si el ciudadano está en desacuerdo con una decisión jurisdiccional, tiene la posibilidad de impugnarla a través de los recursos y mecanismos de revisión previstos en el ordenamiento jurídico, tal como lo establece el art. 123 del Código Orgánico de la Función Judicial -COFJ-, según el cual, además, no se podrá atentar contra la independencia judicial. Por lo tanto, cuando se presentan denuncias por no estar de acuerdo a las actuaciones de los jueces y juezas, no procede dirimir sobre situaciones netamente jurisdiccionales y/o de valoración en el ámbito judicial, en concordancia con lo previsto en el art. 115 del COFJ, en el cual se dispone que no se admitirá a trámite la queja o la denuncia si en ella se impugnare criterios de interpretación de normas jurídicas, valoración de pruebas y otros elementos netamente jurisdiccionales. En relación al sistema de nombramiento y promoción de jueces, el art. 52 del COFJ establece que el ingreso a la Función Judicial se realizará mediante concurso público de oposición y méritos, sujeto a procesos de impugnación, control social y se propenderá a la paridad entre mujeres y hombres. Asimismo, el art. 73 del COFJ determina que los resultados de los concursos y de las evaluaciones realizadas a los aspirantes a formar parte de la Función Judicial, serán: “(…) vinculantes para las autoridades nominadoras las que, en consecuencia, deberán nombrar, para el puesto o cargo, al concursante que haya obtenido el mejor puntaje en el concurso, ya sea de ingreso o de promoción de categoría, dentro de la escala de puntuación, mínima y máxima, correspondiente”
Recomendación 118.46 “Seguir velando por la igualdad de acceso a la justicia y la igualdad de trato de todos los ecuatorianos por los tribunales; proseguir sus esfuerzos para garantizar el acceso a la justicia de todos”: En el Ecuador, para garantizar el acceso a la justicia, según el art. 75 de su Constitución, ha manejado interinstitucionalmente información conjunta para el seguimiento de casos que se evidencien en el ámbito educativo, con la finalidad de permitir llegar a la denuncia, detectando nudos críticos administrativos y, por otro lado, a fin de derivar de forma inmediata denuncias por parte del ámbito educativo y revisar las cifras. También ha realizado, por ejemplo, controles constantes a los agentes fiscales, respecto de la eficacia y eficiencia de las investigaciones. Se ha desarrollado un protocolo de entrevista forense mediante escucha especializada para casos de violencia sexual en contra de los niños, niñas y adolescentes. En materia de acceso a la justicia en materia de género, se suscribió el “Acuerdo 2030 por una vida libre de violencias”, creándose una Comisión Mixta conformada por seis instituciones con competencia en la materia. Con el objetivo de mejorar y fortalecer el acceso de la ciudadanía a flagrancia, por ejemplo, se ha priorizado la atención a víctimas de violencia intrafamiliar, delitos sexuales, y violencia de género, evitando la re victimización.
Recomendación 118.48 “Establecer mecanismos para que las investigaciones de denuncias de violaciones graves de los derechos humanos se lleven a cabo de manera exhaustiva, independiente e imparcial a fin de agilizar los procedimientos de sanción y reparación”: En el Ecuador, las investigaciones de casos relacionados con graves violaciones de derechos humanos, siguen los lineamientos establecidos en: el manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (Protocolo de Estambul); los principios relativos a la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención Americana de Derechos Humanos;  y, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. También se emitieron directrices para la Investigación de Delitos de Discriminación y Odio; sobre Estándares para Investigación en Casos Relacionados con Protesta Social; y sobre la Aplicación de Instrumentos Internacionales en la Investigación Pre-Procesal y Procesal Penal sobre Infracciones cometidas en contra de Personas Defensoras de Derechos Humanos. 
Recomendación 118.49 “Adoptar medidas urgentes para acelerar las investigaciones judiciales y sancionar a los autores de las violaciones de los derechos humanos que se describen en el informe de la Comisión de la Verdad”: El Ecuador investiga los casos de violaciones de derechos humanos en todo el territorio nacional, independientemente del periodo de tiempo en el cual hayan ocurrido los hechos, como por ejemplo los reflejados en informe de la Comisión de la Verdad y Derechos Humanos del año 2010. Durante los años siguientes, se han presentado nuevas denuncias por otros casos de presuntas graves violaciones a derechos humanos ocurridos en el mismo período del informe (1984-2008) pero no documentadas por la Comisión de la Verdad. Las fiscalías investigan los casos solicitados a partir de solicitudes formales de organismos internacionales, en cumplimiento del marco normativo de derecho internacional de los derechos humanos. Los casos investigados fueron los relativos a desaparición forzada, ejecución extrajudicial, tortura, uso excesivo de la fuerza y, privación ilegal de la libertad. Del Informe de la Comisión de la Verdad se desagregan un total de 157 casos clasificados en tres categorías. Existen 119 casos que se encuentran desarrollados en el informe “Sin Verdad No Hay Justicia”; 2 casos especiales, que así los consideraron en el propio Informe por su particularidad y 36 casos documentales, que por la imposibilidad de tomar contacto con las víctimas no fue posible ampliar ni ahondar en su contenido. Durante el periodo 2019-2020, se realizaron seguimientos y asesoría a casos de violaciones de derechos humanos, siempre en respeto de la independencia judicial. En este sentido, se han emitido las siguientes directrices de aplicación nacional para agentes fiscales, a fin de cumplir con las diferentes recomendaciones y obligaciones que ha adquirido el Estado ecuatoriano para la investigación en casos relacionados con graves violaciones a derechos humanos en variados contextos: estándares para Investigación en Casos Relacionados con Protesta Social; aplicación de Instrumentos Internacionales en la Investigación Pre-Procesal y Procesal Penal sobre Infracciones cometidas en contra de Personas Defensoras de Derechos Humanos.
Recomendación 118.31 “Asegurar la formación de los encargados de hacer cumplir la ley y las fuerzas de seguridad en relación con las normas de derechos humanos en la gestión de las reuniones pacíficas y velar por que todas las denuncias de uso excesivo de la fuerza y detenciones arbitrarias sean investigadas y que los responsables sean enjuiciados”: El Ecuador brinda el apoyo interinstitucional mediante la participación de sus servidores fiscales en calidad de expertos ponentes en capacitaciones de formación académica, dirigidas a los servidores de las fuerzas de seguridad desde el año 2018 hasta la presente fecha, en temas sobre derechos humanos y relacionados con la aplicación del Código Orgánico Integral Penal.
Recomendación 118.141 “Velar por que todos los malos tratos y la violencia sexual contra los niños en entornos educativos se investiguen de manera pronta, exhaustiva e imparcial, que los autores sean enjuiciados y que las víctimas obtengan una reparación y reciban la protección y el apoyo necesarios”: El Ecuador realiza el seguimiento a casos de violencia detectados o cometidos en el Sistema Nacional de Educación, a través de varias acciones como: la realización de Planes de intervención a las instituciones educativas que registren denuncias de violencia sexual que han causado conmoción social; la elaboración de rutas y protocolos de actuación frente a situaciones de violencia detectadas o cometidas en el sistema educativo, que establece la aplicación de lineamientos y directrices de prevención y abordaje, para garantizar la atención oportuna, protección, investigación y restitución inmediata de los derechos vulnerados, evitando la revictimización de niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia detectada o cometida en el sistema educativo; la actualización de los “Protocolos y Rutas de actuación en situaciones de violencia detectadas o cometidas en el sistema educativo”; la firma de un Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional para garantizar espacios educativos libres de violencia; el establecimiento de la mesa interinstitucional “Espacios libres de violencia” para evitar y combatir la violencia sexual en contra de niñas, niños y adolescentes en este ámbito; la emisión del Manual de Actuación de las Juntas Distritales de Resolución de Conflictos ante casos de violencia sexual cometidos en el Sistema Educativo Nacional; o, la implementación de la Metodología del Recorrido Participativo para prevención de violencia que permite desarrollar capacidades en las y los estudiantes, para establecer diálogos sobre sexualidad y brindar información para la prevención de la violencia de género y violencia sexual. Además, el Ecuador cuenta con el Sistema Informático de Registro de Violencia (REDEVI), que se implementado desde agosto de 2018, que incluye información desde el 2015; donde se registra la información referente al presunto agresor, la víctima, la institución educativa en la que estudia, información sobre acompañamiento psicosocial y sobre las acciones administrativas y legales que se llevan a cabo para dar acompañamiento al caso. 
LEGISLACIÓN
Recomendación 118.52 “Adoptar medidas adicionales para que las leyes y los reglamentos nacionales se ajusten plenamente a las normas internacionales, con miras a salvaguardar la libertad de expresión y el derecho de reunión pacífica”: En el Ecuador, en materia legislativa, se han llevado a cabo acciones para salvaguardar la libertad de expresión y el derecho de reunión pacífica de toda la ciudadanía. Se logrado la transmisión de insumos técnicos a través de la instalación parlamentaria de una comisión general, siendo abordados y elevados a discusión como punto neutral, la regulación del derecho, con un principal escenario de armonía con la normativa internacional y ejercicios de derecho comparado, con el espíritu propio de conservar con firmeza como un derecho humano y fundamental. Es importante acotar que el Estado ecuatoriano reconoce en su Constitución el derecho a la libertad de pensamiento, expresión y de comunicación (art. 66, numeral 6), por el cual se garantiza el derecho de sus ciudadanos a opinar y expresar de manera libre su pensamiento en todas sus formas y manifestaciones. 
Recomendación 118.74 “Adecuar toda la legislación sobre la vigilancia de las comunicaciones a las normas internacionales de derechos humanos y, en especial, exigir que todas las actividades de vigilancia de las comunicaciones cumplan el criterio de necesidad y proporcionalidad”: En el Ecuador, el respeto de los derechos humanos está garantizado en todas las instancias , de manera que tomó como referencia las recomendaciones realizadas por varios de los Comités del Alto Comisionado de Naciones Unidas, en la manera que actualmente se refleja en la actual reforma a la Ley Orgánica Movilidad Humana. En este sentido se ha producido un direccionamiento de esta política pública hacia la atención y protección de las personas en movilidad, estableciendo derechos en favor de los ecuatorianos residentes en el Exterior y la protección de los migrantes en territorio nacional e integración de quienes retornan al territorio nacional, haciendo énfasis a los principios de no discriminación, no criminalización, equidad y ciudadanía universal. Adicionalmente, el Ecuador ratificó el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe -Acuerdo de Escazú-, que incluye la protección de los defensores de los derechos humanos para temas ambientales.
Recomendación 118.138 “Aprobar y aplicar leyes que prohíban el castigo corporal de los niños en todos los entornos, incluidos la familia, las escuelas y todos los lugares de privación de libertad”: El Ecuador estableció prioriza, en el texto de la reforma integral al Código de la Niñez y Adolescencia, la normativa adecuada para la prevención, sanción y erradicación de la violencia y del castigo corporal en contra de niñas, niños y adolescentes en los diferentes entornos de su vida cotidiana. En el proyecto de ley se ha planteado un abordaje integral de la violencia como categoría general y del castigo corporal como una forma de expresión de la misma, en ese sentido, y que sea el Estado quién garantice la implementación y ejecución de políticas públicas, planes y programas para prevenir la violencia, eliminar los patrones socioculturales que la normalizan, proteger a las niñas, niños y adolescentes víctimas, sancionar los actos de violencia, y restituir y reparar integralmente los daños causados por la acción violenta, siendo la sociedad y la familia los corresponsables de ejecutar las medidas de protección.
Recomendación 120.17 “Impulsar la reforma del Código Penal para despenalizar el aborto; derogar las leyes que penalizan el aborto en casos de violación, incesto y malformación fetal grave, y eliminar todas las medidas punitivas; reformar el Código Orgánico Integral Penal en relación con la ampliación legal del aborto y su despenalización en casos de violación, incesto y malformación fetal grave”: El Ecuador, estableció un propuesta sustentada para recibir pronunciamientos previos por todas las instituciones defensoras de derechos humanos -así como por sus miembros- respecto de la despenalización del aborto, de manera que negó la despenalización del aborto para víctimas de violación y en casos de incesto, estupro o inseminación no consentida con 65 votos a favor de la propuesta. La votación no alcanzó los 70 votos necesarios para que la reforma, en este punto en particular, fuera aprobada. Asimismo, los artículos 33, 34 y 35 del proyecto de cambios del COIP pretendían reformar al artículo 150 de la Ley penal ecuatoriana, que define al aborto no punible como "el aborto practicado por un médico u otro profesional de la salud capacitado, que cuente con el consentimiento de la mujer o de su cónyuge, pareja, familiares íntimos o su representante legal, cuando ella no se encuentre en posibilidad de prestarlo". Si bien es cierto que la presión social en el Ecuador fue una de las causantes para no aprobar la reforma, se creó un precedente para que la sociedad ecuatoriana y los colectivos de defensa de los derechos de las mujeres reconsideren y se concienticen sobre la importancia de la reforma por lo que se espera positivamente exista una nueva presentación de reforma. En 2018, se trabajó en un proyecto de Código Orgánico de Salud, que incorporó disposiciones importantes orientadas, por ejemplo, a: erradicar la violencia gineceo-obstétrica que vulneren la autonomía de las mujeres con respecto a las decisiones que tomen respecto a sus cuerpos; emergencias obstétricas, consideradas como tales a los abortos de cualquier tipo y todas las patologías que comprometan la salud materno fetal; atención a personas que ejercen el trabajo sexual; y, atención para casos de violencia sexual y de sus consecuencias. En 2019, se propuso una reforma al Código Orgánico Integral Penal, cuyo planteamiento con relación al aborto por violación no se abordó, finalmente, en la Corte Constitucional. 
Recomendación 120.18 “Derogar la disposición del Código Civil que designa al marido administrador de la sociedad conyugal; derogar la disposición legal que designa al marido administrador de los bienes conyugales”: En junio de 2015, se aprobó el Proyecto de Ley Reformatoria al Código Civil, cuyo artículo 21 sustituyó el artículo 180 del Código Civil que establecía: “Art. 180.- Tendrá la administración ordinaria de la sociedad conyugal, el cónyuge que, por decisión de los contrayentes conste como tal en el acta de matrimonio o en las capitulaciones matrimoniales; a falta de estipulación, se presumirá que el administrador es el marido. El administrador, en cualquier caso, se sujetará a las obligaciones determinadas en la ley y en las capitulaciones matrimoniales, de haberlas.” Tras la reforma, el art. 180 vigente actualmente, determina: “El cónyuge que, por decisión de los contrayentes conste como tal en el acta de matrimonio o en las capitulaciones matrimoniales, tendrá la administración ordinaria de la sociedad conyugal. El administrador se sujetará a las obligaciones determinadas en la ley y en las capitulaciones matrimoniales, de haberlas.”
Recomendación 120.15 “Eliminar todas las formas de discriminación y criminalización de organizaciones de la sociedad civil, defensores de los derechos humanos y medios de comunicación, entre otras cosas derogando los Decretos Ejecutivos núms. 16, 739 y 691 y la Ley Orgánica de Comunicación, y poniendo fin a las actuaciones penales contra las personas que participan en protestas sociales, en virtud de figuras penales amplias enunciadas en el Código Penal, como el sabotaje y el terrorismo; […]”: El Ecuador ha revisado internamente la normativa que podía generar distorsiones en la protección de derechos con relación a protestas sociales. Adicionalmente, se llevaron a cabo reformas a la Ley Orgánica de Comunicación. A través del correspondiente análisis, es necesario ubicar las ventajas, desventajas, restricciones y posibles amenazas a la libertad de asociación, por cuanto los referidos decretos contemplaban un contenido para el Funcionamiento del Sistema Unificado de Información de las Organizaciones Sociales y Ciudadanas, y regulación de la libre asociación y el funcionamiento de todas las formas de organización de la sociedad civil. Las reformas al Decreto 16 tenían como objetivo homologar los requisitos de funcionamiento de las organizaciones sociales y ciudadanas, cuya garantía se establecía al incentivo del derecho de las personas, comunas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos, a asociarse con fines pacíficos en toda forma de organización libre, igualitaria y lícita de la sociedad. Los Decretos Ejecutivos número 16 y 739 fueron derogados. 
OTROS 
Recomendación 118.9 “Adoptar todas las medidas necesarias para que el mecanismo nacional de prevención de la tortura tenga una base jurídica sólida y recursos suficientes para el cumplimiento de su mandato”: El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, que toma en consideración a las normas internacionales y recomendaciones de organismos internacionales de derechos humanos, como parte propia del sistema normativo ecuatoriano. En este contexto, los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley -FEHCL- acogen de manera directa las normas nacionales e internacionales de protección en cada uno de sus procedimientos, las cuales, son sociabilizadas a través de los diferentes mecanismos de capacitación. Los diferentes convenios interinstitucionales, promueven la capacitación en los estándares internacionales de derechos humanos específicamente en el conocimiento de mecanismos nacionales e internacionales de prevención contra la tortura. Además, la Policía Nacional dentro de sus procesos de capacitación considera la sociabilización de los mecanismos de prevención contra la tortura. El mecanismo nacional de prevención de la tortura se encuentra bajo la responsabilidad de la Defensoría del Pueblo y las acciones que realizan en el marco de sus acciones están considerando dentro de su presupuesto anual.
Recomendación 118.13 “Seguir fortaleciendo la labor de los Consejos Nacionales para la Igualdad a fin de promover una sociedad inclusiva”: El Ecuador ha continuado fortaleciendo la labor de los Consejos Nacionales para la Igualdad, previstos en el art. 156 de la Constitución. Para ello, se han llevado a cabo varias acciones como coordinar y observar la aplicación de leyes, normas y reglamentos que aseguren el cumplimiento de los derechos de los ecuatorianos, así como la unificación de esfuerzos y recursos humanos y económicos, con el objetivo de realizar actividades de manera conjunta entre Consejos, para lo cual se mantienen reuniones periódicas de planificación en la que participan sus Coordinadores Técnicos. En 2018 se suscribió un Convenio Marco Interinstitucional para desarrollar una estrategia de fortalecimiento de las capacidades de las Juntas Cantonales de Protección de Derechos en su función de otorgamiento de las medidas administrativas de protección. Además, en línea con una de las metas del Plan Nacional de Desarrollo (“mejorar los índices de percepción de discriminación y exclusión”) los Consejos Nacionales para la Igualdad, asistieron técnicamente en el desarrollo de instrumentos para la generación de información estadística sobre la percepción de discriminación en la Encuesta Plurianual de Seguimiento al Plan Nacional de Desarrollo levantada en diciembre 2018. Los Consejos han procurado lograr una efectiva articulación con los gobiernos autónomos descentralizados para promover el respeto de los derechos humanos a través de una estrategia comunicacional y la incidencia en la normativa correspondiente a los Consejos. Adicionalmente, el Ecuador cuenta con una Agenda Nacional Específica que permite a los Consejos cumplir con sus atribuciones constitucionales, siendo el principal instrumento de planificación de la política pública enfocada a la protección y garantía de los derechos, que cuentan con políticas públicas priorizadas, acciones y estrategias, alineadas al Plan Nacional de Desarrollo y a los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Existe una metodología de observancia adaptada de acuerdo a la dinámica de cada Consejo, que les permite ejecutar procesos de observancia a los mecanismos de garantía y protección de derechos de la normativa y política pública, con el fin de asegurar el acceso a servicios, bienes, procedimientos y mecanismos para el ejercicio, promoción, protección y restitución de los derechos de los grupos generacionales priorizados cuando han sido amenazados o vulnerados por la aplicación de normativa o política pública. 
Recomendación 118.24 “Proseguir los esfuerzos encaminados a fortalecer las medidas necesarias para la protección de los derechos de las personas de edad”: El Ecuador elaboró la Agenda Nacional para la Igualdad Intergeneracional 2017-2021 (ANII), que incorporó las propuestas de política pública para las personas adultas mayores, que son: fortalecer los servicios de cuidados para las personas adultas mayores con modalidades de atención que promuevan su autonomía, con enfoque de género y enfoque interseccional; mejorar el acceso a los servicios de atención de salud garantizando atención prioritaria y especializada; reducir la malnutrición y promover las prácticas de vida saludable; promover el acceso a la educación y eliminar el analfabetismo; erradicar la mendicidad y atender la situación de calle en coordinación con los entes locales; facilitar el acceso a viviendas seguras, accesibles y con servicios dignos; prevenir la violencia; y, promover espacios públicos adecuados, incluyentes y de calidad. Entre las acciones realizadas para la protección de derechos de las personas de edad, está la conformación de la mesa intersectorial que tiene el objetivo de garantizar la implementación de las políticas públicas; además de impulsar la ejecución del reglamento de la “Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores” -LOPAM- aprobada en mayo de 2019, que establece un sistema de protección y medidas de protección especializada. En esta ley se considera la implementación del Sistema Nacional Especializado de Protección Integral de Derechos, que contiene tres ejes sobre prevención, atención, restitución y reparación de derechos; a este sistema lo conforman alrededor de veintiún miembros; entre ellos, todos los sectores de justicia y afines, sector social y otros sectores vinculados. Además, existen espacios de difusión de la LOPAM en todo el país. De igual manera, para poner en conocimiento de las instituciones involucradas en la protección y restitución de derechos, los casos de amenaza y violación de derechos de personas adultas, fue creada la metodología para la gestión y seguimiento de casos. Por otra parte, el Ecuador cuenta con el proyecto emblemático del Gobierno Nacional” Misión Mis Mejores Años”, cuyo objetivo es contribuir al mejoramiento de la calidad de vida de las personas adultas mayores, mediante cuatro estrategias (entornos favorables y servicios de cuidado; seguridad de ingresos; competencias y empleabilidad; y, estado de salud). Se ejecuta también el programa “Mis Mejores Años”, tiene entre sus competencias el: “[...] coordinar la implementación del “Plan Toda una Vida”, sus Misiones y Programas con las instituciones involucradas [...] asegurando una gestión intersectorial y complementaria [...]”, responsabilidad definida conforme el Decreto Ejecutivo Nro.11 y sus posteriores reformas, mediante los decretos 465 y 473. Al ser una instancia coordinadora de acciones enmarcadas en el cumplimiento del Plan Toda una Vida y sus Misiones, en el marco de la Misión Mis Mejores Años, crearon las Brigadas Mis Mejores Años compuestas por un equipo multidisciplinario integrado por: Las Manuelas; el Médico del Barrio del Ministerio de Salud; técnicos del Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES) y un miembro de la Policía Nacional, a febrero del 2020 se atendieron 100.000 adultos mayores que viven en situación de pobreza y pobreza extrema..
Recomendación 118.27 “Promover la aplicación de los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos en el plano nacional para complementar los esfuerzos del Ecuador a fin de establecer un instrumento vinculante sobre las empresas transnacionales y los derechos humanos”: El Ecuador se encuentra cumpliendo de manera plena esta recomendación. En general, el país, bajo una visión equilibrada, busca fomentar y recibir inversiones de calidad y respetuosas de medio ambiente, y dinamizar la economía en un marco de libre mercado, seguridad jurídica, Estado de Derecho y lucha contra la corrupción y sobre todo, respetuosas de los derechos humanos. Para estos efectos, el país actúa en dos ejes. Por un lado, trabaja en iniciativas jurídicamente vinculantes, tales como leyes nacionales, o normativa internacional aplicable a la materia. En este ámbito, el Ecuador, en cumplimiento del mandato establecido en la resolución 26/9 del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, promueve desde 2015 un proceso relativo a la elaboración de un instrumento internacional jurídicamente vinculante sobre las empresas transnacionales y otras empresas con respecto a derechos humanos. En esta línea de acción, el Ecuador, a través del ejercicio de la Presidencia-Relatoría del Grupo de Trabajo Intergubernamental de composición abierta en el que se negocia este tema, se ha convertido en el facilitador de este debate global que involucra a los Estados Miembros de la ONU y que desde 2015 ha celebrado ya seis sesiones de negociación. De otro lado, el Ecuador promueve la implementación doméstica de estándares globales en materia de empresas y derechos humanos. Si bien estos estándares carecen de valor jurídicamente vinculante y por tanto son de aplicación voluntaria, el Ecuador ha manifestado de manera reiterada su utilidad en la práctica, como herramientas de prevención que apuntan a que el sector privado, utilizando sus propias directrices, respete los derechos humanos en el desarrollo de sus actividades. Un ejemplo del compromiso nacional en este sentido, es que, en julio de 2019, el Ecuador formalizó su participación en Proyecto Conjunto sobre "Conducta Empresarial Responsable en América Latina y El Caribe" (Proyecto CERALC), diseñado y financiado por la Unión Europea (UE) e implementado conjuntamente con la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Organización de Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y la OACNUDH. En el marco de dicho Proyecto, la prioridad del Ecuador es la elaboración, desarrollo e implementación de un Plan de Acción Nacional sobre empresas y derechos humanos (PAN), el cual debe basarse, entre otros estándares, en los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos, las Líneas Directrices de la OCDE sobre Empresas Multinacionales, la Declaración Tripartita de Principios sobre las Empresas Multinacionales y la Política Social, la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible y los estándares interamericanos sobre la materia. Durante el año 2020, se han iniciado las acciones fundamentales para iniciar la implementación del Proyecto en Ecuador, tanto con la UE, como con la OIT, la OACNUDH y la OCDE. Producto de esta fase inicial, el 15 de octubre de 2020, el Gobierno del Ecuador manifestó públicamente su compromiso de elaborar un PAN en el Ecuador. Así, en 2021 se ha elaborado y validado una hoja de ruta para la elaboración del PAN, siguiendo recomendaciones internacionales, y durante el resto del año se mantendrán varios talleres y encuentros dirigidos a trabajar con todos los actores relevantes de la sociedad ecuatoriana interesados en aportar a este instrumento, mediante la consolidación de una Plataforma Interinstitucional, la creación de un Mecanismo de Múltiples Actores y la elaboración de un Plan de Trabajo. 
Recomendación 118.50 “Seguir observando normas estrictas para asegurar el derecho de voto, también en el futuro”: Además de establecer el voto obligatorio para los mayores de edad, en el Ecuador se reconoce el voto facultativo para las personas mayores de dieciséis años y menores de dieciocho años de edad, el derecho al voto y participación política de las personas ecuatorianas en el exterior, así como el derecho al voto de las personas privadas de la libertad que no cuentan con sentencia penal ejecutoriada. Existen, además, normas para el ejercicio de los mecanismos de democracia directa, el régimen de las organizaciones políticas y de la representación democrática, así como referentes a la institucionalidad de la Función Electoral. Dentro del marco legal del Ecuador, se encuentra vigente la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas, y el Código de la Democracia de 2009, que desarrolla las normas constitucionales relativas al sistema electoral, y regula los derechos y obligaciones de la participación político electoral, los mecanismos de democracia directa, la organización de la función electoral y los procesos electorales. Entre otras medidas para garantizar el derecho a voto, con fecha 22 de enero de 2020, se aprobó la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código De La Democracia, la cual incorpora reformas sustantivas que podrían agruparse en los siguientes ejes prioritarios: la promoción de elecciones libres, competitivas, transparentes e informadas, garantizando el derecho al sufragio; la incorporación de disposiciones para efectivizar la paridad horizontal en las listas pluripersonales y binomios en todos los niveles; la promoción de la participación política de los jóvenes; el fomento del ejercicio del derecho al sufragio y participación política de las personas ecuatorianas en el exterior, la inclusión de pueblos y nacionalidades, así como de otros sectores tradicionalmente discriminados; la promoción del fortalecimiento de la institucionalidad electoral como garante del derecho al sufragio; y, el fortalecimiento del sistema electoral y del sistema de partidos. 
Recomendación 118.53 “Proteger a los periodistas, los defensores de los derechos humanos y otros representantes de la sociedad civil frente a los actos de intimidación y violencia a los que podrían exponerlos sus actividades; adoptar medidas para garantizar la protección de los periodistas y los defensores de los derechos humanos”: El Ecuador fue uno de los primeros once países en ratificar el Acuerdo de Escazú (o Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe), que es el primero en el mundo que incluye disposiciones sobre los defensores de los derechos humanos en asuntos ambientales, y que entrará en vigor el 22 de abril de 2021. Actualmente, el Ecuador se encuentra elaborando de la “Política Integral para la Promoción y Protección de los Derechos de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y de la Naturaleza” con el objetivo de proteger los derechos de aquellas personas que se dedican a la defensa de los derechos humanos, entre los cuales se encuentra la protección de la libertad de expresión, y por tanto, la protección de periodistas y trabajadores de la comunicación social. Al respecto, se cuenta con los lineamientos para la construcción de esta política, así como como con las directrices que deberá observarse en territorio para la recolección de información de los casos reportados como vulneración de derechos de personas defensoras de los derechos humanos y de la naturaleza, para el levantamiento de información que permitirá elaborar el diagnóstico. Además, se ha elaborado una propuesta teórico-conceptual para el diseño e implementación de la política pública, la cual cuenta con un apartado en el que se analiza la experiencia de otros países en la región. 
Recomendación 118.78 “Reforzar las medidas para reducir la brecha en la redistribución de la riqueza como parte de sus actividades de erradicación de la pobreza”: En el Ecuador se implementa el “Plan Toda una Vida”, cuyas Misiones y Programas aseguran una gestión intersectorial y complementaria. En síntesis, y entre otras, se han llevado a cabo una variedad programática misional de acciones dirigidas, entre otros objetivos a reducir la brecha de vulnerabilidad entre diferentes grupos de la sociedad: Misión Ternura, Misión Impulso Joven, Misión Mis Mejores Años, Misión Las Manuelas, Misión Menos Pobreza, Más Desarrollo, Misión Mujer, Misión Casa para Todos”. 
Recomendación 118.84  “Seguir adoptando medidas eficaces para aplicar plenamente su programa SIGTIERRAS a fin de asegurar que las mujeres de las zonas rurales tengan igualdad de acceso a los títulos de propiedad de la tierra”: En el Ecuador se han seguido adoptando este tipo de medidas para aplicar plenamente e programa Sigtierras, como programa emblemático del Ecuador cuyo objetivo general es: establecer a nivel nacional un sistema integrado de administración eficiente de la tierra, que garantice la seguridad de su tenencia y que proporcione información a través de la implementación de una infraestructura tecnológica nacional de datos, para planificación del desarrollo nacional, ordenamiento territorial, decisiones estratégicas para el área rural y aplicación de políticas tributarias justas y equitativas". Sigtierras, a través del componente 2 (“apoyo en la regularización de la tenencia de la tierra en cada Cantón”), obtuvo como resultados el levantamiento predial rural, que alcanzó un total de 1.004.456 predios levantados, y 1.349.202 predios registrados y actualizados, así como alrededor de 170.000 predios regularizados, los cuales incrementaron su capacidad para acceder a microcréditos con los que se puede realizar pequeñas inversiones para mejorar sus cosechas y por ende el rendimientos de cultivos. En este sentido, se apoya a las autoridades competentes en tema de legalización, con las metodologías para delimitación de tierras que favorecen a la resolución de conflictos existentes, y además se provee de guías prácticas de orientación legal, protocolos de entrega, plan de incentivos a la regularización, guía práctica de orientación legal y finalmente un Sistema de Orientación Legal (SIOL). También se cuenta con el Sistema Nacional de Administración de Tierras (SINAT) que, de manera ágil y eficiente, maneja de manera integral la información catastral. Las normativas actuales vigentes en materia agrícola están forjadas desde una perspectiva de género, respetando el lineamiento constitucional. También se ha desarrollado un proyecto dirigido a potenciar el rol de la mujer rural en el agro como elemento parcial y motivador para la erradicación de la pobreza en el Ecuador, denominado “Súper Mujer Rural”; en el cual se coordina para asegurar que las mujeres de las zonas rurales tengan igualdad de acceso a los títulos de propiedad de tierra.
Recomendación 118.134 “Seguir fortaleciendo las instituciones de derechos humanos a fin de garantizar una mejor protección de los derechos de los niños, las mujeres y los pueblos indígenas”: En el Ecuador existe la Ley Orgánica de los Consejos Nacionales para la Igualdad de 2014, que crea el Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades cuya misión es asegurar la plena vigencia de los derechos de igualdad y no discriminación, a través de la formulación, transversalización, observancia y seguimiento de políticas públicas, con enfoque de igualdad y no discriminación de pueblos y nacionalidades. Además, se creó la Secretaría del Sistema Nacional de Educación Intercultural Bilingüe en agosto de 2018, cuya misión es desarrollar procesos técnicos, pedagógicos y administrativos de formación de las personas con identidad cultural y mentalidad abierta, presta al cambio desde la educación infantil familiar comunitaria hasta la educación superior, en los diferentes procesos, modalidades y niveles educativos con la participación de los pueblos y las nacionalidades. De otro lado, el Ecuador cuenta con la Secretaría de Derechos Humanos, en cuyo ámbito se creó la Subsecretaría de Nacionalidades Pueblos y Movimientos Sociales, para, entre otros, promover las políticas públicas, estrategias y mecanismos de participación de las nacionalidades, pueblos y organizaciones sociales, aportando para el cumplimiento de sus derechos humanos. 
Recomendación 118.136 “Seguir fortaleciendo los servicios de registro universal de los nacimientos en el país, garantizando que sean gratuitos y accesibles para todos”: En el Ecuador, se ha continuado fortaleciendo el servicio de registro universal de nacimientos, como por ejemplo ajustando el tarifario de inscripción de nacimiento ordinaria y extraordinaria en territorio ecuatoriano; en las oficinas consulares del Ecuador en el exterior es gratuito. Asimismo, a fin de garantizar la inscripción de nacimiento de manera oportuna, se han  generado varios proyectos que permiten acercar el servicio al ciudadano y garantizar la accesibilidad de este; así como, hacerlos visibles ante la sociedad mediante la inscripción de su nacimiento. Entre tales estos proyectos se encuentran, entre otros: el relativo al acercamiento de los servicios de nacimiento y defunción a los ciudadanos en zonas vulnerables o de difícil acceso (Brigadas móviles); el de apertura de Agencias de Registro Civil en Establecimientos de Salud (ARCES); y, el de horarios extendidos de atención en ARCES. Estos proyectos han incrementado el número de inscripciones oportunas de nacimientos, lo que ha permitido que todos los ciudadanos que han sido inscritos, puedan acceder a sus derechos. 
Recomendación 120.16 “Adoptar las medidas necesarias para que todas las operaciones de los organismos de inteligencia sean supervisadas por un mecanismo de vigilancia independiente”: El Ecuador cuenta con el Centro de Inteligencia Estratégica (CIES) fue creado en septiembre de 2018. El CIES es el rector del Sistema Nacional de Inteligencia, y rige sus actividades en el marco de los principios constitucionales y al amparo de la Ley de Seguridad Pública y del Estado ecuatoriano. En tal virtud, el Centro de Inteligencia Estratégica y las máximas autoridades de los órganos ejecutores rendirán cuentas de su gestión, para su debido control, al Ejecutivo y cada tres meses a la Asamblea Nacional, a la que se declarará en sesión reservada, para el cumplimiento de esta obligación. El CIES deberá contar con las autorizaciones previas de la Función Judicial conforme dispone la Ley. Desde el CIES, el Ecuador enfoca sus esfuerzos en construir una cultura de inteligencia en respeto de los derechos humanos, con un fuerte componente de inclusión de la sociedad civil; así como, institucionalizar a la inteligencia del Estado como un sistema integrado que, de manera efectiva, identifique, fenómenos que podría presentarse como amenaza o riesgo.
Recomendación 118.12 “Adoptar iniciativas concretas para luchar contra la discriminación y mejorar los niveles de educación y salud de su pueblo”: En complemento a todas las actividades, iniciativas y programas descritos anteriormente con relación a las recomendaciones referidas a los temas de educación y el fomento de condiciones inclusivas, cabe indicar que el Ecuador ha desarrollado varias iniciativas para continuar intensificando sus esfuerzos a fin de luchar contra la discriminación. Por ejemplo, se han incorporado variables de autoidentificación étnica de pueblos indígenas y afrodescendientes en los sistemas de Registro Diario Automatizado de Consultas y Atenciones Ambulatorias (RDACAA) y Plataforma de Registro de Atenciones en Salud (PRAS). Con ello, se obtienen datos diferenciados y desagregados por variable étnica con el fin de contar con un análisis estadístico individualizado para todos los pueblos y nacionalidades que habitan el Ecuador, acción que permite elaborar, aplicar, supervisar y reforzar las políticas destinadas a estudiar el acceso a servicios de salud y el comportamiento de las patologías diferenciado según pueblos y nacionalidades. También se ha desarrollado una estrategia de servicios inclusivos, orientada a que los establecimientos de salud del primer nivel de atención implementen diariamente enfoques y acciones de promoción de la salud, con enfoque de interculturalidad. Entre varias iniciativas educativas, destaca la elaboración de la Guía de Orientaciones Técnicas para Prevenir y Combatir la Discriminación por Diversidad Sexual e Identidad de Género en el Sistema Educativo Nacional. Del mismo modo, se ha llevado a cabo formación en metodologías específicas para la prevención de discriminación y xenofobia, con el acompañamiento técnico del ACNUR y UNICEF. Asimismo, destaca también el Proyecto de Inversión para el “Fortalecimiento del abordaje integral de situaciones de violencia detectadas o cometidas en el Sistema Nacional de Educación”.
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